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RESUMEN 

 

 
El 30 de Marzo del 2006, la persona de Raquel Estela TORRES GUTIERREZ, interpone una demanda 

de Ejecución de Garantía Hipotecaria,  por ante el Juzgado Mixto Especializado  en lo Civil de 

Carabayllo, contra Pedro Cesar SIFUENTES DEZA y  Julia Gladys ALVAREZ  DEZA de 

SIFUENTES, por Ejecución de Garantía Hipotecaria, Siendo la pretensión principal, la venta de del 

inmueble hipotecado ubicado en la calle las Amapolas Nro. 162, 164, Mz. L-4, lote 12 Sector B,  de la 

urbanización Santa Isabel  del distrito de Carabayllo, cuya inscripción obra en la ficha Nro. 90159, del 

asiento 2C, del registro de propiedad inmueble de Lima, y que tiene un área de 153 mts2.  conforme a 

la escritura pública de constitución de hipoteca de fecha 08setiembre de 1998, otorgado por ante el 

Notario Beatriz Cevallos Giampietri. 

 

La venta del inmueble hipotecado se realizará sobre la base de las dos terceras partes de la valorización 

ascendente a $ 30,000.00 convenida en la cláusula décima de la escritura de constitución de hipoteca de 

fecha 08 Setiembre de 1998, concordante con el Art. 736 del CPC.  

 

El 18 de Julio del 2006, Pedro César SIFUENTES DEZA, se apersonó a efecto de contestar la demanda, 

ejerciendo el derecho a la defensa, contradiciendo su contenido y oponiéndose a las pretensiones de la 

parte demandante, peticionando la inexigibilidad de la deuda de la demanda  por cuando ha realizado 

pagos diversos  a la demandante y que sustentara dicho actos con los documentos pertinentes  y por 

nulidad formal del título  ya que la valorización del inmueble  no ha sido actualizada pues ha hace más 

de diez años se pactó la valorización de dicho inmueble. 

 

Con Resolución Nro. Ocho del cinco de enero del 2007, el Juez Titular del Juzgado Mixto del Módulo 

Básico de Justicia de Cabayllo, Resuelve, declarar Infundada la Contradicción formulada por Pedro 

César SIFUENTES DEZA Y Fundada la demanda interpuesta Por Raquel Estela TORRES 

GUTIERREZ, sobre demanda de Ejecución de Garantías contra las personas de Pedro César 

SIFUENTES DEZA y doña Julia Gladys ALVAREZ DEZA DE SIFUENTES. 

 

El 30 de marzo la persona de Pedro César SIFUENTES DEZA, apela la resolución Nro. 08 del 05 de 

enero del 2007, que declara infundada la Contradicción y fundada la Demanda, dice porque le causa 

agravios. Con Resolución Nro. 187 del 24Setiembre del 2007, la Segunda Sala Civil de la Corte Superior 

de Justicia de Lima Norte, confirman la Resolución en cuanto declaran fundada la demanda interpuesta 

por Raquel Estela TORRES GUTIERREZ, sobre Ejecución de Garantías, en contra de Pedro César 

SIFUENTES DEZA y Julia ALVAREZ DEZA de SIFUENTES. 
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El 29 de enero del 2008, Pedro César SIFUENTES DEZA, por ante el presidente de la segunda Sala 

Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima Norte, presenta un Recurso Extraordinario de Casación, 

para que se revise la interpretación errónea de una norma de derecho material, así como la doctrina 

jurisprudencial, como es el caso que la demanda se interpuso después de ocho años de haberse 

constituido la hipoteca, solicitando una tasación actualizada del predio. 

 

El 27 de Agosto del 2008.la Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, sobre 

la CASACIÓN Nro. 2426 -2008, sobre Ejecución de Garantía Hipotecaria, declararon Improcedente el 

Recurso  de Casación interpuesto , fundamentos por los cuáles declararon Improcedente el recurso de 

Casación interpuesto por Pedro César SIFUENTES DEZA y condenaron al recurrente al  pago de  una  

multa ascendente  a tres Unidades de Referencia Procesal, así como al pago de Costas y Costos derivados 

de la tramitación  del presente recurso.  y dispusieron la publicación de la presente resolución en el 

Diario Oficial El Peruano.  

 

 
 

PALABRAS CLAVES: Corte Suprema de Justicia, Proceso Civil, Sentencia, 

Ejecución de garantía,  demanda.
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ABSTRACT 

 

 
On March 30, 2006, the person of Raquel Estela TORRES GUTIERREZ, filed a Foreclosure 

Enforcement lawsuit, before the Civil Specialized Mixed Court of Carabayllo, against Pedro Cesar 

SIFUENTES DEZA and Julia Gladys ALVAREZ DEZA de SIFUENTES, for Foreclosure Execution, 

Being the main claim, the sale of the mortgaged property located at Las Amapolas Street No. 162, 164, 

Mz. L-4, lot 12 Sector B, of the Santa Isabel urbanization of the Carabayllo district, whose inscription 

works on file No. 90159, of seat 2C, of the real estate registry of Lima, and which has an area of 153 

m2 according to the public deed of constitution of mortgage dated September 8, 1998, granted by the 

notary Beatriz Cevallos Giampietri. 

 

The sale of the mortgaged property will be made on the basis of two thirds of the valuation amounting 

to $ 30,000.00 agreed in the tenth clause of the deed of constitution of mortgage dated September 8, 

1998, in accordance with Art. 736 of the CPC . 

 

On July 18, 2006, Pedro César SIFUENTES DEZA, an effect of answering the claim was appealed, 

exercising the right to defense, contradicting its content and opposing the claims of the plaintiff, 

requesting the illegibility of the debt of the claim for when he has made various payments to the applicant 

and to support said act with the relevant documents and for formal nullity of the title since the valuation 

of the property has not been updated because it has been made more than ten years ago the valuation of 

said property. 

 

With Resolution No. Eight of January 5, 2007, the Chief Judge of the Mixed Court of the Basic Module 

of Justice of Cabayllo, decides to declare the Contradiction made by Pedro César SIFUENTES DEZA 

unfounded and the claim filed by Raquel Estela TORRES GUTIERREZ, on Application for the 

Execution of Guarantees against the persons of Pedro César SIFUENTES DEZA and Mrs. Julia Gladys 

ALVAREZ DEZA DE SIFUENTES. 

 

On March 30, the person of Pedro César SIFUENTES DEZA, appeals resolution No. 08 of January 5, 

2007, which declares the Contradiction unfounded and founded the Demand, says why it causes 

grievances. With Resolution No. 187 of September 24, 2007, the Second Civil Chamber of the Superior 

Court of Justice of North Lima, confirms the Resolution as soon as they declare founded the demand 

filed by Raquel Estela TORRES GUTIERREZ, on Execution of Guarantees, against Pedro César 

SIFUENTES DEZA and Julia ALVAREZ DEZA of SIFUENTES. 
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On January 29, 2008, Pedro César SIFUENTES DEZA, before the president of the second Civil 

Chamber of the Superior Court of Justice of North Lima, presents an Extraordinary Appeal, so that the 

erroneous interpretation of a rule of law is reviewed material, as well as jurisprudential doctrine, as is 

the case that the lawsuit was filed after eight years of having constituted the mortgage, requesting an 

updated appraisal of the property. 

 

On August 27, 2008. the Transitional Civil Chamber of the Supreme Court of Justice of the Republic, 

on CASE No. 2426-2008, on the Execution of Mortgage Guarantee, declared the Appeal filed 

inadmissible, grounds for which they declared Inadmissible the appeal filed by Pedro César 

SIFUENTES DEZA and condemned the appellant to pay a fine up to three Procedural Reference Units, 

as well as the payment of Costs and Costs derived from the processing of this resource. and ordered the 

publication of this resolution in the Official Gazette El Peruano. 

 

 

KEY WORDS: Supreme Court of Justice, Civil Procedure, Judgment, Execution of guarantee, 

demand.
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INTRODUCCIÓN 

 
 

El presente informe, versa sobre un proceso de Ejecución de Garantías, contiene una síntesis 

del Expediente 2006-112-00-2702-JM-CI-01,  tramitado ante el Primer Juzgado Mixto en lo 

Civil de  Carabayllo, Lima Norte. 

 

Su estructura está dividida conforme a la naturaleza de un proceso civil, respetando la pluralidad 

de instancias consagradas en nuestra Carta Magna, esta división se da a nivel de juzgado 

especializado, a nivel de Sala Civil Superior y a nivel de Sala Civil de la Corte Suprema de 

Justicia de la República; señalando en cada una de dichas etapas los principales actos procesales 

que le corresponden como tal, tenemos la interposición de la demanda, ésta es admitida y se 

notifica a los demandados con el mandato de ejecución quienes absolviendo el traslado 

formulan contradicción, la cual al ser resuelta en su oportunidad procesal, es declarada 

infundada, interponiendo recurso de apelación por la parte ejecutada la que es admitida.  

 

Elevados los actuados Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de la República, esta instancia 

en su considerando Cuarto, desestima el Recurso de Casación interpuesto, fundamentos por los 

cuáles declararon  IMPROCEDENTE el Recurso de Casación, interpuesto por Pedro César 

SIFUENTES DEZA,  y condenaron, al recurrente al pago de  una multa ascendente a tres 

unidades de Referencia Procesal, así como al pago de costos y costas derivados de la tramitación 

del presente recurso y dispusieron que la presente resolución se publique en el Diario Oficial 

El Peruano. 

 

 

 

 

 

  



 

1. SINTESIS DE LA DEMANDA  

 

 

La demanda objeto de la presente exposición tiene como petitorio, una  de EJECUCIÓN DE 

GARANTÍA HIPOTECARIA, a fin de que el Sr. Juez disponga  la venta del bien inmueble 

hipotecado  a favor de Pedro César Sifuentes Deza y su cónyuge Julia Álvarez Deza de  

Sifuentes. 

 

Las partes de la demanda son: 

La demandante Raquel Estela Torres Gutiérrez. 

Los demandados son: Pedro César Sifuentes Deza y su cónyuge Julia Álvarez Deza de  

Sifuentes. 

 

Fundamentos de hecho:  

Con  fecha 8 de setiembre de 1998, los demandados mediante escritura pública, otorgan la 

hipoteca a favor de la demandante, por la suma de $ 16, 820.00 dólares americanos 

Sobre el inmueble de su propiedad. 

Cuya extensión de 153 metros cuadrados, como obra en la ficha  nro. 90159, asiento 2C del 

registro de propiedad inmueble de Lima. 

La venta del inmueble hipotecado será por 30,000 dólares americanos, tal como obra en la 

décima cláusula de escritura de constitución de la hipoteca. 

 

Fundamentos de derecho:  

 

Amparo la demanda en:  

 

 Art. 1219 del CC 

 Art. 720 , 424, 425 , 426, del CPC 

VIA PROCEDIMENTAL  

Ejecución de garantías 

Medios probatorios:  

 Testimonio de escritura pública 

 Certificado de gravamen del inmueble 



 

 

2. SINTESIS DE LA CONTESTACION DE LA DEMANDA  

 

 

El demandado, contesta la demanda contradiciéndola, por ser inexigible la deuda expresada en 

la demanda. 

 

Por NULIDAD FORMAL DE TÍTULO, Y POR INEXIGIBILIDAD DE LA OBLIGACIÓN. 

Nulidad formal de título respecto a : La valorización del bien inmueble, dado a que hace 8 años 

atrás se señaló la valorización , que a la fecha ha cambiado. 

 

Y respecto a la inexigibilidad de la obligación, tampoco es legal, real, ni correcto, porque el 

demandante no está presentando el recibo por el monto de los $ 2020 dólares americanos que 

fueron cancelados el 6 de octubre de 1998. 

 

Fundamento probatorio de la contestación de la DEMANDA. 

 

1. Recibo de pago  de fecha 6 de octubre de 1998 

2. El mérito del testimonio  de la compraventa  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

3. FOTOCOPIAS DE RECAUDOS Y PRINCIPALES MEDIOS PROBATORIOS 
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4. SINTESIS DEL AUTO SANEAMIENTO 

 

 

 

En la resolución Nro. 1, el Juez de la materia, de acuerdo al art. 720 del CPC y el art. 426 del 

mismo cuerpo legal. El Juez resuelve declarar inadmisible la demanda, debiendo la actora 

cumplir con subsanar la omisiones y /o defectos admitidos en su escrito, dentro del tercer día 

de notificada. 

 

Bajo el apercibimiento de rechazarse la misma y ordenar el archivo correspondiente. 

 

El saneamiento en el que se basa esta resolución se refiere a presentar el documento que 

contiene la garantía y el estado de cuenta del saldo del deudor. 

 

Una vez saneada la demanda, se emite el auto admisorio. Y se resuelve admitir a trámite la 

demandad interpuesta por Raquel Estela TORRES GUTIERREZ, sobre ejecución de garantía. 

En vía de proceso de ejecución. 

 

Corriéndose traslado de este mandato de ejecución al ejecutado Pedro César FUENTES DEZA 

y Julia Gladiz ALVARES DEZA DE SIFUENTES. 

 

A fin de que pague a la ejecutante la suma de $ 16, 800 dólares americanos más los intereses 

pactados costas y costos del proceso. 

 

En el término de tres días(3)  BAJO APERCIBIMIENTO DE REMATE DEL BIEN DADO 

EN GARANTÍA inscrito en la ficha Nro. 90159, asiento 2C del registro de propiedad inmueble 

de Lima. 

 

Teniéndose por ofrecido los medios probatorios que se indican 

Al primer y segundo otro sí digo : téngase presente. 

 

 

 

 

 



  

 

 

5. SINTESIS DE LA AUDIENCIA CONCILIATORIA 

 

 

Art. 690 –E.- Trámite  

    … cuando la actuación de los medios probatorios los requiera o el Juez lo estime necesario, 

señalará día y hora para la realización de UNA AUDICIENCIA, la que se realizará con las 

REGLAS ESTABLECIDAS PARA LA AUDIENCIA ÚNICA. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



  

 

 

 

6.  SINTESIS DE LA AUDIENCIA DE PRUEBAS 

 

 

Resolución que resuelve la contrademanda. 

El Juez en esta resolución igual que la anterior basa su fundamento jurídico en el art. 720 del 

CPC, y el art. 722 del mismo cuerpo legal. 

Art. 889 del CPC .  

En mérito al fundamento de derecho y las pruebas referente a la exigibilidad de la obligación  y 

la formalidad del título. 

Resuelve:  

1. Declarar infundada la contradicción formulada y fundada la demanda debidamente 

subsanada. 

2. Notificar la presente resolución a las partes. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



  

 

7. FOTOCIPIA DE LA SENTENCIA DE JUEZ ESPECIALIZADO 
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8. FOTOCOPIA DE LA SENTENCIA DE LA CORTE SUPERIOR 
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9. JURISPRUDENCIA 

 

Jurisprudencia UNO 

Lima, diez de diciembre del dos mil nueve. LA SALA CIVIL PERMANENTE DE LA CORTE 

SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA vista la causa número dos mil setecientos 

sesenta y cinco‐dos mil nueve, oído el informe oral en audiencia pública de la fecha, y luego de 

verificada la votación con arreglo a Ley, emite la siguiente sentencia: 1. MATERIA DEL 

RECURSO: Se trata del recurso de casación interpuesto por el demandante Fernando Mario 

Larrauri Castro, contra la sentencia de vista de fojas cuatrocientos setenta y nueve su fecha 

veintitrés de abril del presente año que confirmando la apelada de fecha diecisiete de setiembre 

del dos mil ocho obrante a fojas cuatrocientos treinta y cuatro declara fundada la contradicción e 

improcedente la demanda de obligación de dar suma de dinero promovida contra  los 

demandados. 2. FUNDAMENTOS POR LOS CUALES SE HA DECLARADO PROCEDENTE 

EL RECURSO: Mediante resolución de fecha nueve de setiembre del presente año, que corre 

glosada en el cuadernillo de casación, esta Suprema Sala, ha concedido el recurso de casación 

por la causal de infracción normativa procesal, respecto de la cual básicamente se expone: a) Que 

la sentencia de vista no aplica correctamente el artículo 40 del Código Civil y el artículo 66.1 de 

la Ley de Títulos y Valores ya que conminó al demandado el cumplimiento del pago de las 

cámbiales en el domicilio señalado en  

tales documentos, esto es, avenida José Pardo número ciento treinta y ocho departamento mil 

ciento uno‐Miraflores, ello porque así lo exige el artículo 61 de la Ley de Títulos Valores  número 

27287; b) que no ha utilizado ningún ardid para burlar los derechos de la parte demandada, sino 

que el emplazamiento con la demanda, en el presente caso debe hacerse en el lugar que aparece 

consignado en las cambiales, debido a que no se le ha hecho conocer el cambio de domicilio en 

la forma prescrita en el artículo 40 del Código Civil y el artículo 66.1 de la Ley de Títulos 
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Valores.   3. CONSIDERANDO: Primero.‐ Según lo establecido en el artículo 384 del Código 

Procesal Civil modificado por el artículo primero de la Ley 29364, el recurso extraordinario de 

casación tiene por fines esenciales la adecuada aplicación del derecho objetivo al caso concreto 

y la uniformidad de la jurisprudencia nacional por la Corte Suprema de Justicia; por tanto, este 

Tribunal Supremo sin constituirse en una tercera instancia procesal, debe cumplir su deber 

pronunciándose acerca de los fundamentos del recurso, por la causal declarada 

procedente.   Segundo.‐ El presente proceso civil ha sido promovido por el actor con la finalidad 

de que el ejecutado Armando Víctor Risi Silva le pague la suma de cuarenta mil dólares 

americanos más intereses, debido 

a que ha tramitado ante el Segundo Juzgado Comercial de Lima la prueba anticipada de 

absolución de posiciones y reconocimiento de letras de cambio aceptadas por el demandado hasta 

por la suma de cuarenta mil dólares americanos y es en virtud de esta prueba anticipada que 

promueve el proceso ejecutivo contra el deudor. Tercero.‐ Admitida la demanda y expedido el 

mandato ejecutivo, el ejecutado ha formulado contradicción alegando la nulidad formal del título, 

ya que el emplazamiento en la prueba anticipada, se ha efectuado en la avenida José Pardo 

número ciento treinta y ocho departamento mil ciento uno, distrito de Miraflores, no obstante 

que el demandante conocía que dicha dirección domiciliaria no le correspondía, ya que desde 

abril de año dos mil tres estaba fuera del país y por aquella fecha el domicilio real de su apoderado 

era  Jirón Miguel Zamora número ciento cincuenta y dos departamento doscientos seis‐Cercado 

de Lima  y su domicilio procesal era la casilla dieciséis mil novecientos sesenta y uno de la 

Central de Notificaciones de Lima, domicilios que eran perfectamente conocidos por el 

demandante, pues su apoderado señaló dichos domicilios en la tramitación del proceso civil 

número 1234‐04, en el cual el hoy ejecutante intervino como abogado patrocinador y apoderado 

de Jorge Javier Vergara Carrasco. Cuarto.‐ Sustanciada la litis con arreglo a ley en la fecha 

diecisiete de setiembre del dos mil ocho, el Cuarto Juzgado Comercial de Lima ha pronunciado 



28  

sentencia declarando fundada la contradicción e improcedente la demanda promovida por el 

actor; sentencia que ha sido confirmada por la Primera Sala Civil, subespecialidad Comercial de 

la Corte Superior de Justicia de Lima, por resolución de vista de fecha veintitrés de abril del 

presente año; de los fundamentos de las sentencias de mérito se advierte que básicamente se ha 

desestimado la demanda, porque en el presente caso, constituye título de ejecución la prueba 

anticipada, por tanto, este proceso debió ser tramitado con todas las garantías del debido proceso, 

la notificación no debió hacerse según el artículo 4 de la Ley de Títulos Valores, sino teniendo 

en cuenta las reglas de la notificación previstas en el Código Procesal Civil, así teniendo 

conocimiento el actor que el ejecutado no domiciliaba en la avenida José Pardo número ciento 

treinta y ocho departamento mil ciento uno, distrito de Miraflores, señaló tal domicilio para el 

emplazamiento, lo que vulnera el principio contradictorio en la tramitación de la prueba 

anticipada.    Quinto.‐ Sin embargo, como ha quedado establecido en las instancias de mérito, en 

el presente caso, la obligación de pago deriva de las letras de cambio giradas en fecha veinticinco 

de abril del dos mil tres y aceptadas por el ejecutado Armando Víctor Risi Silva, documentos que 

han sido endosados en propiedad por el acreedor a favor del ahora demandante; por tanto, 

tratándose de obligaciones contenidas en títulos valores, resulta de especial aplicación lo previsto 

en el artículo 66.1 de la Ley de Títulos Valores que prevé:  

“El título valor debe ser presentado para su pago en el lugar designado al efecto en el documento, 

aún cuando el obligado hubiere cambiado de domicilio, salvo que éste haya comunicado 

notarialmente al último tenedor su variación, antes del vencimiento o fecha prevista para su pago 

y siempre dentro de la misma ciudad o lugar de pago”; en consecuencia, no resulta razonable 

exigir que el requerimiento de pago, o la notificación con la solicitud de prueba anticipada 

tramitada para fines del efecto del pago de la obligación contenida en las letras de cambio, se 

haga en un domicilio distinto al que fue señalado en los referido títulos; máxime que el ejecutado 

no ha acreditado haber comunicado notarialmente al acreedor original o al endosatario el cambio 
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del domicilio consignado en las letras tantas veces referidas. Sexto.‐ El hecho que en el presente 

caso, el título ejecutivo no esté constituido por las letras de cambio aceptadas por el ejecutado, 

sino mas bien la copia certificada de la diligencia de prueba anticipada que contiene el 

reconocimiento de las cambiales y la absolución de posiciones ficta por el emplazado, en nada 

enerva la conclusión expresada en el considerando precedente, pues como se tiene expresado, el 

reconocimiento de documentos vía prueba anticipada, en caso de obligaciones contenidas en 

títulos valores, evidentemente debe exigirse en el domicilio señalado en el documento que es 

materia del reconocimiento, pues de otro  

modo, no resultaría válido exigir el pago, notificando al obligado en un lugar distinto al 

consignado en el documento que contiene la obligación. Sétimo.‐ 

Finalmente, el simple hecho que en otros procesos judiciales, en los que Fernando Mario Larrauri 

Castro ha intervenido como abogado, el ejecutado habría señalado un domicilio distinto al 

consignado en las letras de cambio, y aún cuando tal hecho haya sido conocido por el ahora 

ejecutante, no implica que se haya satisfecho la formalidad prevista en el artículo 66.1 de la Ley 

de Títulos Valores, pues dicha norma exige taxativamente que el cambio de domicilio se 

comunique por conducto notarial;  razón por la que el recurso deviene en fundado por la causal 

de infracción normativa procesal , debiendo declararse la nulidad de las sentencias de mérito y 

ordenarse que se expida nueva resolución con arreglo a ley.    4. DECISIÓN: Por estos 

fundamentos y de conformidad con el numeral 3° del artículo 396 del Código Procesal Civil 

modificado por la Ley 29364.   Declararon FUNDADO el recurso de casación de fojas quinientos 

ocho interpuesto por Fernando Mario Larrauri Castro, en consecuencia, NULA la sentencia de 

vista de fojas cuatrocientos setenta y nueve, su fecha veintitrés de abril del presente año, e 

insubsistente la apelada de fecha diecisiete de setiembre del dos mil ocho que declara fundada la 

contradicción e improcedente la demanda de obligación de dar suma de dinero.    ORDENARON 

que el Cuarto Juzgado Comercial de la Corte  
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Superior de Justicia  de Lima, expida nueva resolución con arreglo a ley, teniendo en cuenta lo 

expuesto en la presente resolución.  

DISPUSIERON la publicación de la presente resolución en el Diario Oficial “El Peruano”, bajo 

responsabilidad; en los seguidos con Armando Víctor Risi Silva y otros, sobre obligación de dar 

suma de dinero; intervino como Juez Ponente el señor Álvarez López; y los devolvieron. – 

 

        Jurisprudencia DOS 

 

       CAS. 1273-2014 AREQUIPA OBLIGACIÓN DE DAR SUMA DE DINERO. Lima, quince 

de mayo de dos mil quince.- LA SALA CIVIL TRANSITORIA DE LA CORTE SUPREMA DE 

JUSTICIA DE LA REPÚBLICA; Vista la causa número mil doscientos setenta y tres – dos mil 

catorce; y producida la votación con arreglo a ley, emite la siguiente sentencia: MATERIA DEL 

RECURSO DE CASACIÓN: Se trata del recurso de casación interpuesto por Julio Antonio 

Manrique Díaz a fojas doscientos cincuenta y seis, contra la resolución de vista de fojas 

doscientos veintidós, de fecha veinte de noviembre de dos mil trece, expedida por la Segunda 

Sala Civil de la Corte  

Superior de Justicia de Arequipa, la cual confirmó la resolución apelada de fojas ciento setenta y 

uno, de fecha trece de junio de dos mil trece, que declaró infundada la Excepción de Oscuridad 

o Ambigüedad en el modo de proponer la demanda; infundada la contradicción al mandato 

ejecutivo por la causal de Inexigibilidad de la Obligación;y en consecuencia ordena llevar 

adelante la ejecución.- FUNDAMENTOS DEL RECURSO DE CASACIÓN: Esta Sala 

Suprema, mediante resolución de fecha treinta y uno de julio de dos mil catorce, obrante a fojas 

treinta y uno del cuaderno de casación, ha declarado procedente el aludido recurso por la causal 

denunciada de infracción normativa procesal del artículo 689 del Código Procesal Civil; a través 

de la cual el recurrente alega que para que proceda la ejecución de una obligación requiere ser 

cierta, expresa y exigible; sin embargo, las cuotas impagas han sido debidamente canceladas y 
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aceptadas con fecha anterior a la carta notarial de resolución de contrato, por tanto, la exigibilidad 

de la deuda no se confi guró, puesto que la demandante aceptó el pago de las cuotas impagas.- 

CONSIDERANDO: Primero.- Que, previamente a la absolución de las denuncias formuladas 

por el recurrente, conviene hacer las siguientes precisiones respecto del íter procesal: Mediante 

escrito de fecha treinta de setiembre de dos mil diez, obrante a fojas veintiséis, el Banco de 

Crédito del Perú interpone demanda de Obligación de Dar Suma de Dinero contra la sociedad 

conyugal conformada por Julio Antonio Manrique Díaz y Elena Demetria Rivera García de 

Manrique, a fin de  

que cumplan con pagar la suma de cincuenta mil quinientos setenta y cuatro dólares americanos 

con veintiún centavos (US$.50,574.21), más costas y costos del proceso. La demandante funda 

su pretensión alegando que mediante escritura pública de fecha diecinueve de febrero de dos mil 

ocho, celebraron con los demandados un Contrato de Arrendamiento Financiero, en virtud del 

cual el Banco de Crédito del Perú entregó en arrendamiento financiero un vehículo, 

estableciéndose entre las obligaciones a cargo del arrendatario el pago de cuotas según el 

Cronograma de Pagos inserto como Anexo; sin embargo, los demandados incumplieron con el 

pago de las cuotas consecutivas pactadas en el Contrato (cuotas números 25 y 26), lo cual 

constituye causal de resolución según, lo establecido en la cláusula Décimo Primera del Contrato 

de Arrendamiento Financiero; por lo que con fecha once de mayo de dos mil diez, cursaron una 

Carta Notarial al demandado otorgándole el plazo de diez días calendarios para que cumpla con 

el pago de las cuotas atrasadas, más los intereses compensatorios y moratorios y como quiera 

que los demandados no cumplieron con subsanar su incumplimiento dentro del plazo otorgado, 

es que con fecha veintisiete de mayo de dos mil diez, les cursaron Carta Notarial dando por 

resuelto el Contrato de Arrendamiento Financiero y consecuentemente requiriéndole: i) el pago 

de cuatro mil veintisiete dólares americanos con treinta y cuatro centavos (US$.4,027.34) 

correspondiente a las  
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cuotas vencidas (25 y 26); ii) el pago de cincuenta y seis mil cuatrocientos treinta y cuatro dólares 

americanos con veintidós centavos (US$.56,434.22) correspondientes a las cuotas de los meses 

que faltaban para el término del plazo; y iii) la devolución del vehículo dado en arrendamiento. 

Segundo.- Que, Julio Antonio Manrique Díaz, mediante escrito de fojas cuarenta y nueve formula 

contradicción por la causal de Inexigibilidad de la Obligación; alegando que en el caso de autos 

no se ha cumplido a cabalidad al procedimiento establecido en la Cláusula Décimo Primera del 

Contrato de Arrendamiento Financiero de fecha diecinueve de febrero de dos mil ocho, pues del 

requerimiento realizado por la entidad demandante no figura en ningún momento el monto puesto 

a cobro; por lo que al no haberse cumplido a cabalidad con la condición previa de resolver el 

contrato, la obligación puesta al cobro deviene en inexigible. Tercero.- Que, mediante auto final 

de primera instancia de fecha trece de junio de dos mil trece, obrante a fojas ciento setenta y uno, 

se declaró infundada la contradicción de Inexigibilidad de la Obligación; y en consecuencia, 

haciéndose efectivo el apercibimiento dispuesto en el mandato ejecutivo, se ordenó llevar 

adelante la ejecución; tras considerar que revisada la Cláusula Décimo Primera del Contrato de 

Arrendamiento Financiero se advierte que sí se cumplió con el procedimiento acordado para la 

resolución del contrato, evidenciándose que los argumentos de la contradicción carecen de 

fundamento, más aun si se tiene en cuenta que el demandado no niega haber 

celebrado el contrato de arrendamiento financiero ni que tenga una deuda a favor del banco 

demandante; por lo que, la obligación que contiene el titulo de ejecución -escritura pública de 

arrendamiento financiero, con su correspondiente liquidación- cumple con los requisitos del 

artículo 689 del Código Procesal Civil. Cuarto.- Que, por escrito de fojas ciento ochenta y uno, 

el co-ejecutado Julio Antonio Manrique Díaz formula apelación, argumentando que: i) La 

resolución del contrato resulta arbitraria, porque ya se habían cancelado las letras que debían; y 

ii) No se cumplió con el requerimiento previo de acuerdo a Ley, ya que no se le notificó con la 

liquidación de saldo deudor debidamente suscrita y visada por el área pertinente del Banco 
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ejecutante, 

siendo que recién en la demanda aparece una liquidación que no es igual a los montos requeridos 

a su persona.- Quinto.- Que, mediante resolución de vista de fecha veinte de noviembre de dos 

mil trece, obrante a fojas doscientos veintidós, expedida por la Segunda Sala Civil de la Corte 

Superior de Justicia de Arequipa, se confi rmó la resolución apelada de fojas ciento setenta y 

uno; tras concluir que: i) La resolución del contrato no resulta arbitraria, por cuanto el pago de 

las cuotas números 25 y 26 se ha producido luego del plazo de diez días concedido; es decir, al 

momento de producirse el requerimiento y al declararse la resolución del contrato aun no se 

habían pagado las cuotas números 25 y 26, por ende era completamente válido proceder de tal 

forma; ii 

El pago realizado con mucha posterioridad no puede ser retroactivo y dejar sin efecto la 

resolución ya declarada y operada; iii) El procedimiento de resolución, si se ha realizado 

conforme a lo establecido en la Cláusula Décimo Primera del Contrato de Arrendamiento 

Financiero, más aun que el apelante alega una situación que no está prevista como previa a la 

resolución, esto es, adjuntar la liquidación debidamente visada, por lo que sí se ha cumplido con 

el procedimiento previsto para la resolución del contrato; y iv) La obligación no se encuentra 

incursa en ninguno de los supuestos de Inexigibilidad de la Obligación, pues ésta solo procede 

en circunstancias de tiempo, modo y lugar que impidan al obligado el cumplimiento de la 

obligación, supuestos que no se han producido.- Sexto.- Que, respecto a la causal de infracción 

normativa del artículo 689 del Código Procesal Civil: La parte recurrente alega que esta norma 

ha sido infraccionada porque las cuotas impagas han sido debidamente canceladas y aceptadas 

con fecha anterior a la Carta Notarial de resolución de contrato, por lo que la exigibilidad de la 

deuda no se configuró, en tanto que la demandante aceptó el pago de las cuotas impagas. Estando 

a lo señalado, corresponde establecer si en el caso de autos la obligación puesta a cobro resulta 

exigible, a fin de determinar si se ha configurado o no la causal de Inexigibilidad de la Obligación 
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formulada en la contradicción formulada por el recurrente. Sétimo.- Que, el artículo 689 del 

Código 

Procesal Civil materia de denuncia, regula los presupuestos que debe contemplar un título para 

la ejecución, estableciendo lo siguiente: “Procede la ejecución cuando la obligación contenida en 

el título es cierta, expresa y exigible”. Es decir, para que el título revista ejecución, la prestación 

debe ser cierta, expresa y exigible. Una prestación es cierta cuando están perfectamente 

delimitados en el título los sujetos y el objeto de la prestación, aunque sea de manera genérica; 

es decir, que necesariamente tiene que haber un sujeto activo, llamado acreedor, que es la persona 

a cuyo favor se satisface la prestación, denominado también “titular”, porque es quien tiene el 

título para exigir del deudor el comportamiento debido; y un sujeto pasivo de la obligación 

denominado “deudor”, que es la persona que tiene que satisfacer la prestación debida, 

acomodando su conducta a la prestación exigida. Asimismo, es expresa cuando la obligación 

debe estar expresamente señalada en el título, es decir, debe constar por escrito el objeto de la 

prestación, esto es, aquello que el deudor debe satisfacer a favor del acreedor. Y es exigible 

cuando la prestación tiene la cualidad que permite que la obligación sea reclamable. Octavo.- 

Que, en el caso se autos, lo que está en discusión es el tercer requisito consistente en la 

Exigibilidad de la Obligación, requisito que para mayor abundamiento se presenta cuando la 

obligación no está sujeto a plazo o condición, o que habiéndolo estado se ha vencido el plazo y 

cumplido la condición. Esto quier 

 decir, que, una obligación exigible es aquella respecto de la cual no hay plazo o condición que 

suspenda su cumplimiento, o habiéndolo: i) el plazo ha vencido, ya sea por el transcurso del 

tiempo establecido por las partes o por la ley, y a falta de ambas por el juez, de conformidad con 

el artículo 186 del Código Civil, porque el deudor ha renunciado anticipadamente al mismo o ha 

caducado su plazo por las causales señaladas en el artículo 181 del Código Civil, o porque las 

partes han conferido expresamente al acreedor la facultad de anticipar el vencimiento del crédito 
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(cláusulas de aceleración); o, ii) la condición suspensiva que afecta al cumplimiento de la 

obligación acaezca o no acaezca, según se trate de una condición positiva o negativa. Noveno.- 

Que, para el caso en concreto, de la revisión de la escritura pública del Contrato de 

Arrendamiento Financiero de fecha diecinueve de febrero de dos mil ocho, obrante de fojas diez 

a diecisiete, se advierte que en su Cláusula Décimo Primera, los suscriptores acuerdan lo 

siguiente sobre la resolución del contrato: “En caso de cualquier incumplimiento de las 

obligaciones asumidas por EL CLIENTE, EL ARRENDADOR tendrá expedito su derecho para 

exigir las obligaciones incumplidas, más los intereses, tributos, comisiones, gastos que se 

hubiesen generado, incluidos aquellos efectuados como consecuencia de gestiones de cobranza 

extrajudicial llevada a cabo directamente o a través de terceros. En este caso, EL 

ARRENDADOR le cursará el respectivo requerimiento de pago mediante carta notarial, para que 

de cumplimiento 

a sus obligaciones dentro de un plazo que al efecto le fi je que, en ningún caso, superará de diez 

días calendarios. En caso de no ser atendido tal requerimiento de pago dentro del plazo señalado 

por EL ARRENDADOR, sin ninguna otra formalidad, este contrato quedará resuelto desde la 

fecha que EL ARRENDADOR le señale, quedando éste en potestad de cobrar no sólo la suma 

adeudada hasta esa fecha más los tributos de ley, sino también y a título de indemnización por 

incumplimiento, el monto total de las cuotas pendientes de pago, dando por vencidos todos los 

plazos que se establecieron a favor del CLIENTE, los que quedarán precluidos (...)”. Del 

contenido de la citada cláusula se advierte que ambas partes establecieron que el contrato de 

arrendamiento financiero quedaría resuelto por incumplimiento de cualquiera de las obligaciones 

asumidas por el ahora ejecutado, entre las que se encontraba el pago de las cuotas de 

arrendamiento estipuladas en el Cronograma de Pagos que, como Anexo, formaba parte del 

contrato de arrendamiento financiero; y que según se observa a fojas dieciséis vuelta y diecisiete, 

estaba constituido por una cuota inicial de veinticinco mil setecientos setenta y cinco nuevos 
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soles con cuarenta céntimos (S/.25,775.40) y sesenta cuotas mensuales de mil novecientos setenta 

y cinco nuevos soles con cincuenta céntimos (S/.1,975.20) cada una, más el pago mil trescientos 

cincuenta y seis nuevos soles con sesenta céntimos (S/.1,356.60) por concepto de transferencia 

de la propiedad del vehículo arrendado, en caso el cliente hiciera uso de la opción de compra.- 

Décimo 

 Que, ahora bien, según se aprecia de la Carta Notarial de fecha once de mayo de dos mil diez, 

recepcionado el catorce de mayo del mismo año, obrante a fojas setenta, el Banco ejecutante le 

comunica al ejecutado Julio Antonio Enrique Díaz que a dicha fecha adeuda el monto de cuatro 

mil dólares americanos con tres centavos (US$.4,000.03) por concepto de las dos cuotas vencidas 

de arrendamiento financiero números 25 y 26, otorgándole un plazo de diez días calendario para 

recibir el pago de las mencionadas cuotas, bajo apercibimiento de dar por resuelto el contrato. 

Asimismo, mediante Carta Notarial de fecha veintisiete de mayo de dos mil diez, recepcionado 

el veintinueve de mayo de dos mil diez, obrante a fojas dieciocho, el Banco ejecutante da por 

resuelto el Contrato de Arrendamiento Financiero, al no haber recepcionado el pago de las cuotas 

vencidas en el plazo requerido. Sin embargo, revisados los comprobantes de pago de fojas 

ochenta y tres y ochenta y cuatro, se observa que los ejecutados cumplieron con pagar las cuotas 

números 25 y 26 en fechas cinco de abril y tres de mayo de dos mil diez, respectivamente; de 

modo tal que no resulta cierto lo afirmado por la instancia de mérito, cuando concluye que el 

pago de las cuotas números 25 y 26 se ha producido luego de efectuarse el requerimiento y de 

declararse la resolución del contrato.- Décimo Primero.- Que, estando a lo señalado, la sentencia 

de vista ha vulnerando el artículo 689 Código Procesal Civil, pues la conclusión arribada por el 

Ad quem no se ajusta al mérito de lo actuado, debido a que las cuotas números 25 y 26  

del arrendamiento financiero fueron pagadas antes de que se remitieran las Cartas Notariales de 

requerimiento y resolución del contrato; lo que determina la nulidad insubsanable de la recurrida 

a tenor de lo dispuesto en el artículo 171 del Código Procesal Civil, de modo tal que la Sala 
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Superior deberá emitir nueva resolución a fin de determinar si el título materia de ejecución 

(Contrato de Arrendamiento Financiero de fecha diecinueve de febrero de dos mil ocho) satisface 

o no el requisito de exigibilidad señalado en el dispositivo legal infraccionado. Estando a dichas 

consideraciones y en aplicación de lo establecido por el inciso 1 del artículo 396 del Código 

Procesal Civil, declararon: FUNDADO el recurso de casación interpuesto por Julio Antonio 

Manrique Díaz, obrante a fojas doscientos cincuenta y seis; por consiguiente CASARON la 

resolución impugnada, en consecuencia NULA la resolución de vista de fojas doscientos 

veintidós, de fecha veinte de noviembre de dos mil trece, expedida por la Segunda Sala Civil de 

la Corte Superior de Justicia de Arequipa; ORDENARON que la Sala Superior emita nueva 

resolución en concordancia con las consideraciones expuestas en la presente resolución; 

DISPUSIERON la publicación de la presente resolución en el Diario Oficial El Peruano, bajo 

responsabilidad; en los seguidos por el Banco de Crédito del Perú contra Julio Antonio Manrique 

Díaz y otra, sobre Obligación de Dar Suma de Dinero; y los 

devolvieron. Integra esta Sala el Juez Supremo Señor Calderón Puertas por licencia del Juez 

Supremo Señor Mendoza Ramírez. Ponente Señor Miranda Molina, Juez Supremo.- SS. TELLO 

GILARDI, VALCÁRCEL SALDAÑA, CABELLO MATAMALA, MIRANDA MOLINA, 

CALDERÓN PUERTAS C-1326188-12 

 

Jurisprudencia TRES 

 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA SALA CIVIL PERMANENTE 

SENTENCIA CASACION. N°.2813-10 LIMA 1 Lima, dos de Junio de dos mil once.- LA SALA 

CIVIL PERMANENTE DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA; vista 

la causa número dos mil ochocientos trece – dos mil diez, en Audiencia Pública llevada a cabo 

en el día de la fecha y, producida la votación conforme a Ley se expide la siguiente sentencia: 1. 
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MATERIA DEL RECURSO: Se trata del recurso de casación interpuesto a fojas ciento cuarenta 

y ocho por el ejecutado ROLY POLICARPIO DAVILA ARENAZA contra la sentencia de vista 

obrante a fojas ciento veinte, su fecha seis de mayo de dos mil diez, emitida por la Segunda Sala 

Civil con Subespecialidad Comercial de la Corte Superior de Justicia de Lima, que confirma la 

resolución N° cinco, expedida en la Audiencia Unica,  

mediante el cual se rechaza la prueba pericial ofrecida por el ejecutado; asimismo, confirma la 

sentencia de primera instancia de fojas ochenta y uno, su fecha veintinueve de setiembre del dos 

mil nueve, declara Fundada la demanda de fojas seis, en consecuencia ordena que el ejecutado 

cumpla con pagar a la ejecutante la suma ascendente a siete mil dólares americanos, más intereses 

legales a calcularse en ejecución de sentencia, con costas y costos, en los seguidos por Enrique 

Clemente Chuquihuara Chil, sobre Obligación de Dar Suma de Dinero. 2. FUNDAMENTOS 

DEL RECURSO: Mediante resolución de fecha quince de noviembre de dos mil diez, se ha 

declarado procedente el recurso de casación propuesto, según fluye del cuadernillo formado por 

esta Sala Suprema, por infracción normativa procesal de los siguientes dispositivos: incisos 3º y 

4º del artículo 122 y 197 del Código Procesal Civil, así como los incisos 3º y 5º del artículo 139 

de la Constitución Política del Estado, al sostener que la Sala ha omitido pronunciarse sobre todos 

los puntos alegados en su escrito de CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA 

SALA CIVIL PERMANENTE SENTENCIA CASACION. N°.2813-10 LIMA 2 apelación, 

específicamente, el referido al punto cuarto, mediante el cual cuestiona la declaración de parte 

del demandante actuada en la audiencia, no encontrándose debidamente motivado el fallo, al no 

haberse analizado ni resuelto conforme a ley su recurso de apelación, omisión que viola las reglas 

relativas a la actividad probatoria prevista en el 

numeral 197 del citado cuerpo adjetivo. 3.- CONSIDERANDOS: PRIMERO: Que, son dos los 

argumentos invocados en sede casatoria, relativos a la infracción de las normas procesales, el 

primero, referido a la afectación del derecho al debido proceso y el principio de motivación de 
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las resoluciones judiciales; y, el segundo, a la violación de las reglas relativas a la actividad 

probatoria. Que, en relación al primero se tiene que, el derecho al debido proceso, se encuentra 

previsto en el artículo 139 inciso 3° de la Constitución Política del Estado, el cual comprende, 

entre otros derechos, el de obtener una resolución fundada en derecho de los jueces y tribunales, 

y exige que las sentencias expliciten en forma suficiente las razones de sus fallos, ello en 

concordancia con el artículo 139 inciso 5° de la glosada Carta Política. Al respecto se debe 

observar que la motivación de las resoluciones judiciales constituye no sólo un principio de orden 

constitucional, sino de orden legal, pues ha sido recogido en el artículo 12 de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial, así como en el inciso 6º del artículo 50 e inciso 3º del artículo 122 del Código 

Procesal Civil, el cual constituye también una garantía para el justiciable, mediante la cual, se 

puede comprobar que la solución del caso en concreto viene dada por una valoración racional de 

los elementos fácticos y jurídicos relacionados al caso y no de una arbitrariedad por parte del 

Juez, por lo que una resolución que carezca de motivación suficiente no sólo vulnera las normas 

legales citadas, sino también los principios constitucionales señalados. CORTE SUPREMA  

DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA SALA CIVIL PERMANENTE SENTENCIA 

CASACION. N°.2813-10 LIMA 3 SEGUNDO: Que, lo esgrimido es concordante con lo 

expuesto por el autor Devis Echeandia1 quien afirma en cuanto a la motivación de las 

resoluciones judiciales que de esta manera se evitan arbitrariedades y se permite a las partes usar 

adecuadamente el derecho de impugnación contra la sentencia para los efectos de segunda 

instancia, planteándole al superior las razones legales y jurídicas que desvirtúan los errores que 

conducen al Juez a su decisión. Porque la resolución de toda sentencia es el resultado de las 

razones o motivaciones que en ella se explican. TERCERO: Que, sobre el mismo principio, el 

Tribunal Constitucional peruano en el fundamento jurídico cuarto de la sentencia recaída en el 

expediente número 00966-2007-AA/TC, ha señalado: "no garantiza una determinada extensión 

de la motivación, por lo que su contenido se respeta siempre que exista una fundamentación 
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jurídica, congruencia entre lo pedido y lo resuelto y, por sí misma, exprese una suficiente 

justificación de la decisión adoptada, aún si ésta es breve o concisa, o se presenta el supuesto de 

motivación por remisión. Tampoco garantiza que, de manera pormenorizada, todas las 

alegaciones que las partes puedan formular dentro del proceso sean objeto de pronunciamiento 

expreso y detallado. (...) En suma, garantiza que el razonamiento guarde relación y sea 

proporcionado con el problema que al juez (...) corresponde resolver". CUARTO: Que, 

integrando la esfera de la debida motivación,  

se haya el principio de congruencia, cuya transgresión la constituye el llamado "vicio de 

incongruencia", que ha sido entendido como "desajuste" entre el fallo judicial y los términos en 

que las partes han formulado sus pretensiones o sus argumentos de defensa, pudiendo clasificarse 

en incongruencia omisiva o ex silentio -cuando el órgano judicial no se pronuncia sobre 

alegaciones sustanciales formuladas oportunamente-, la incongruencia por exceso o extra petitum 

-cuando el órgano jurisdiccional concede algo no planteado o se pronuncia sobre una alegación 

no expresada- y la 1 Teoría General del Proceso, Tomo I: cuarenta y ocho, mil novecientos 

ochenta y cuatro CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA SALA CIVIL 

PERMANENTE SENTENCIA CASACION. N°.2813-10 LIMA 4 incongruencia por error, en 

la que concurren ambos tipos de incongruencia, dado que en este caso el pronunciamiento judicial 

recae sobre un aspecto que es ajeno a lo planteado por la parte, dejando sin respuesta lo que fue 

formulado como pretensión o motivo de impugnación. QUINTO: Que, adicionalmente a ello, y 

enmarcado en el principio de congruencia se encuentra el aforismo “tantum devolutum quantum 

appellatum” lo cual implica que "el alcance de la impugnación de la resolución recurrida 

determinará los poderes del órgano Ad Quem para resolver de forma congruente la materia objeto 

del recurso" 2 ; de manera que, el Colegiado deberá resolver en función a los agravios, errores 

de hecho y derecho y sustento de la pretensión impugnatoria que haya expuesto  

el recurrente en su escrito de apelación, de lo contrario podría incurrir en los vicios de 
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incongruencia clasificados en el considerando precedente. SEXTO: Que, antes deabsolver las 

denuncias efectuadas por el recurrente conviene hacer un breve recuento de lo acontecido en el 

proceso. En tal sentido, es de advertir que a fojas seis, don Enrique Clemente Chuquihuara Chil, 

demanda en la vía ejecutiva contra el impugnante Roly Policarpo Dávila Arenaza, solicitando el 

pago ascendente a siete mil dólares americanos, cuya obligación se encuentra contenida en la 

letra de cambio girada con fecha diez de Octubre del dos mil siete, así como el pago de intereses 

legales devengados y por devengarse, costas y costos. SETIMO: Que, el ejecutado ha contradicho 

el mandato ejecutivo por dos motivos: a) inexigibilidad de la obligación, basada en que la letra 

de cambio ha sido emitida en forma incompleta, firmándose el diecinueve de abril de dos mil 

nueve, razón por la que sostiene se ha completado fuera de los acuerdos adoptados por las partes, 

y otorgado en garantía de la 2 Jaime Solé Riera. "Recurso de apelación". En: Revista Peruana de 

Derecho Procesal. marzo 1998. Página 571) CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA 

REPUBLICA SALA CIVIL PERMANENTE SENTENCIA CASACION. N°.2813-10 LIMA 5 

obligación, con motivo del Acuerdo Conciliatorio arribado mediante actas de folios novecientos 

sesenta y ocho y novecientos sesenta y nueve de fechas dieciséis y diecinueve de abril del dos 

mil siete, respectivamente; y, b) la extinción parcial de la obligación, sustentado  

en que con fecha veintiuno de agosto del dos mil siete, canceló la suma de veinte mil nuevos 

soles acompañando copia del recibo respectivo, afirmando que sólo adeuda la suma de ciento 

veintisiete dólares americanos, ofreciendo como medios probatorios entre otros, la pericia 

grafotécnica; El ejecutante por su parte absolviendo la contradicción, niega la suscripción de la 

letra en blanco, precisando que tratándose de una acción cambiaria, sólo se requiere el 

cumplimiento de los requisitos de ley, los que han sido cumplidos en la cambial puesta a cobro, 

reiterando que fue girada el dieciséis de abril de dos mil siete, agregando que las actas de 

conciliación que se recaudan, están referidas a otras obligaciones que el demandado ha asumido; 

y, en relación al pago efectuado, refiere en primer término que el documento que se acompaña, 
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no es uno que tenga fecha cierta, además que no hace referencia a la letra sublitis, más aún si la 

letra es posterior al presunto pago que pretende imputar; OCTAVO: Que, en la Audiencia 

respectiva, cuya acta obra a fojas cincuenta y cinco, se fijó como punto controvertido: Determinar 

la existencia de la obligación de pago contenida en la letra de cambio con la que se promueve la 

demanda, por el monto señalado, y si la misma resulta cierta, expresa y exigible al ejecutado; 

admitiéndose con tal fin los medios probatorios ofrecidos por las partes, rechazándose la prueba 

pericial, resolución respecto de la cual el ejecutado interpuso recurso de apelación, concedida 

con la calidad de diferida mediante resolución obrante a fojas setenta y dos. Asimismo, se 

actuaron los medios  

probatorios admitidos por el Juez, entre ellos la declaración de parte del ejecutante, luego del 

cual el Juez de primera instancia, mediante resolución número ocho, su fecha veintinueve de 

setiembre del dos mil nueve, ha declarado Fundada la demanda, ordenando pagar la suma 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA SALA CIVIL PERMANENTE 

SENTENCIA CASACION. N°.2813-10 LIMA 6 puesta a cobro, estableciendo luego de la 

valoración efectuada, que el ejecutado no ha cumplido con presentar el documento con el cual 

acredite que el acuerdo suscrito entre las partes se habría infringido, agregando que no puede 

aceptarse que la fecha real de giro sea el diecinueve de abril de dos mil siete. Asimismo, concluye 

que el recibo de pago que anexa a su contestación, no verifica una cancelación parcial de la letra 

de cambio, porque no consta el concepto del pago, más aún cuando la obligación contenida en la 

letra resultaba exigible a partir del diez de octubre de dos mil siete, con posterioridad al pago 

imputado, cuyo recibo no genera convicción porque no hizo observación alguna en el acta de 

protesto de la letra de cambio, concluyéndose en la validez del título ejecutivo en los términos 

que precisa el artículo 119 de la Ley 27287; NOVENO: Que, el ejecutado al apelar del fallo del 

Juez, reiteró los extremos expuestos en su contradicción, invocando la nulidad del fallo en el 

punto cuatro de su recurso, basado en no haberse tomado en cuenta la declaración de parte del 
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ejecutante prestada en la Audiencia, que indica ante la primera pregunta del Juez, que sólo ha 

celebrado 

una única operación comercial en el año dos mil siete, lo que evidencia que sólo existió un 

préstamo y que la cambial ha sido llenada al antojo del ejecutante cambiando las fechas para su 

posterior cobro. Refiere además que el fallo incurre en error al no haberse actuado la prueba 

pericial, que hubiera establecido si la cambial se completó en diferentes momentos, evidenciando 

que el ejecutante abusó de ello para desconocer el pago parcial, resultando contradictoria y 

parcializada la afirmación de no haberse acreditado el pago efectuado. DECIMO: La Segunda 

Sala Civil con Subespecialidad Comercial absolviendo el grado, ha confirmado dicha decisión, 

además del auto expedido en audiencia que rechazó la actuación de la prueba pericial, precisando 

sustancialmente en relación al fondo, que no podría computarse como parte de pago la suma 

contenida en el recibo de fecha veintiuno de agosto de dos mil siete porque no equivale (tipo de 

cambio CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA SALA CIVIL 

PERMANENTE SENTENCIA CASACION. N°.2813-10 LIMA 7 del momento) a la suma total 

reconocida en el Acta de Conciliación suscrita de fecha diecinueve de abril de dos mil siete, más 

aún si dicho pago se ha efectuado con posterioridad a la exigibilidad de la obligación, sin 

perjuicio de imputarse a la obligación cualquier pago a cuenta que la demandada pueda acreditar 

con posterioridad a la interposición de la demanda; DECIMO PRIMERO: Que, examinada la 

sentencia expedida por la Sala de mérito obrante a fojas ciento veinte, fluye con suma claridad 

que ésta no se ha pronunciado sobre el agravio expuesto por el impugnante, consignado 

expresamente en el punto cuatro de su recurso de apelación, referido al reconocimiento del 

ejecutante de la existencia de una única operación comercial en el año dos mil siete, habiéndose 

limitado a rebatir los demás agravios, incurriendo en un vicio de incongruencia, específicamente 

en una incongruencia omisiva o ex silentio, que acarrea de nulidad insubsanable el fallo recurrido, 

a tenor de lo previsto en el artículo 171 del Código Procesal Civil, siendo atendible la primera 
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denuncia expuesta en el recurso. DECIMO SEGUNDO: Que, asimismo, sobre la violación de 

las reglas relativas a la actividad probatoria prevista en el numeral 197 del Código Procesal Civil, 

denunciado también en casación, se encuentra concatenado con el principio de motivación de las 

resoluciones judiciales, toda vez que la verificación de una debida motivación, sólo es posible si 

en las consideraciones de la sentencia se expresan las razones suficientes que sustenten la 

decisión y que justifiquen el fallo, las cuales deben ser razonadas, objetivas, serias y completas, 

cuyas conclusiones deben extraerse de la evaluación de los hechos debidamente probados lo que 

supone una adecuada valoración de las pruebas; supuestos que no se cumple en el caso de autos, 

si se tiene en cuenta que la tesis defendida por el ejecutado, ha sido precisamente que el título 

valor ha sido  

firmado en blanco, en virtud del Acuerdo Conciliatorio suscrito en las Actas novecientos sesenta 

y ocho y novecientos sesenta y nueve, el cual CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA 

REPUBLICA SALA CIVIL PERMANENTE SENTENCIA CASACION. N°.2813-10 LIMA 8 

habría sido completado por el ejecutante, quien por su parte ha sostenido la naturaleza abstracta 

de los títulos valores, extremo sobre el cual finalmente el Colegiado Superior ha resuelto la 

controversia, sin tomar en cuenta si se está ante una acción cambiaria directa y si el titulo valor 

ha circulado o no. DECIMO TERCERO.- Que, este Supremo Tribunal, no puede dejar de 

destacar que conforme a lo previsto en el artículo III del Título Preliminar del Código Procesal 

Civil, el Juez deberá atender a que la finalidad concreta del proceso es resolver un conflicto de 

intereses o eliminar una incertidumbre jurídica, ambas con relevancia jurídica, haciendo efectivos 

los derechos sustanciales, y que su finalidad abstracta es lograr la paz social en justicia. Esto 

implica que no puede aplicar ni interpretar de manera rígida las normas procesales, ni desarrollar 

la actividad procesal sin tener en consideración que su finalidad última, es resolver el conflicto 

de intereses planteado por las partes. Para ello el Juez como director del proceso, se encuentra no 

solo facultado, sino en alguna medida razonablemente compelido a agotar todos los medios que 
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le permitan esclarecer los hechos y resolver el conflicto, obviamente sin que esto signifique 

sustituirse a las partes. En tal sentido si el Juez quería lograr aquella finalidad del  

proceso, debía actuar los medios probatorios necesarios para llegar a esclarecer los hechos 

afirmados por las partes. Que tal obligación de esclarecer debidamente los extremos de la litis 

devienen de su calidad de director del proceso, contemplado en el artículo II del título Preliminar 

del Código Procesal Civil, así como de la facultad contenida en el artículo 194 del mismo cuerpo 

normativo, mediante el cual le corresponde la actuación de los medios probatorios que considere 

pertinentes y que le permitan resolver el conflicto de intereses con relevancia jurídica puesta a 

su conocimiento. DECIMO CUARTO: Que, de lo anteriormente expuesto, se puede colegir que 

no sólo el fallo afecta el principio de congruencia al no haberse dado respuesta a los argumentos 

invocados en la apelación, sino el principio de CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA 

REPUBLICA SALA CIVIL PERMANENTE SENTENCIA CASACION. N°.2813-10 LIMA 9 

apreciación conjunta y razonada de los medios probatorios, al no haberse hecho uso de la facultad 

que le concede la ley al juzgador, a fin de esclarecer el conflicto planteado, y dilucidar la 

controversia, siendo igualmente atendible la segunda denuncia planteada 4.- DECISIÓN: Por las 

consideraciones expuestas, a tenor de lo establecido en el artículo 396 del Código Procesal Civil 

declararon: a) FUNDADO el recurso de casación interpuesto por Roly Policarpo Dávila Arenaza, 

en consecuencia NULA la resolución de vista de fojas ciento veinte, su fecha seis de mayo de 

dos mil diez. b) ORDENARON que Segunda Sala 

 Civil con Subespecialidad Comercial de la Corte Superior de Justicia de Lima expida nueva 

resolución con arreglo a ley, previa actuación de la prueba de oficio a que se hace referencia en 

los considerados precedentes; c) DISPUSIERON la publicación de la presente resolución en el 

Diario Oficial “El Peruano” bajo responsabilidad; en los seguidos por Enrique Clemente 

Chuquihuara Chil con Roly Policarpo Dávila Arenaza sobre obligación de dar suma de dinero; y 

los devolvieron. Intervino como Juez Supremo Ponente el señor Castañeda Serrano. SS. 
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ALMENARA BRYSON DE VALDIVIA CANO WALDE JAUREGUI VINATEA MEDINA  

 

        Jurisprudencia CUATRO     

         CAS. 2670-2013 LIMA 

 

OBLIGACIÓN DE DAR SUMA DE DINERO.  

Lima, tres de setiembre de dos mil catorce.-  

LA SALA CIVIL TRANSITORIA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA 

REPÚBLICA: 

 Vista la causa número dos mil seiscientos setenta - dos mil trece luego de verificada la votación 

con arreglo a ley emite la siguiente sentencia.-  

MATERIA DEL RECURSO DE CASACIÓN:  

Se trata del recurso de casación interpuesto por CVJ Contratistas Generales Sociedad Comercial 

de Responsabilidad Limitada mediante escrito de fojas trescientos cinco contra la sentencia de 

vista de fecha nueve de abril de dos mil trece expedida por la Primera Sala Civil con 

Subespecialidad Comercial de la Corte Superior de Justicia de Lima que confirma la sentencia 

apelada de cinco de marzo de dos mil doce que declara fundada la demanda de fojas cuarenta en 

los seguidos por MAPFRE Perú Compañía de Seguros y Reaseguros Sociedad Anónima contra 

CVJ Contratistas Generales Sociedad Comercial de Responsabilidad Limitada y otros sobre 

Obligación de Dar Suma de Dinero.- 

FUNDAMENTOS DEL RECURSO DE CASACIÓN:  

Que el recurso de casación fue declarado procedente por resolución de fecha veintiséis de 

setiembre de dos mil trece obrante a fojas treinta y nueve del cuadernillo formado en este 

Supremo Tribunal por la causal prevista en el artículo 386 del Código Procesal Civil denunciando 

la recurrente lo siguiente: i) Infracción del artículo VII de Título Preliminar del Código Procesal 

Civil y de los artículos 139 inciso 3 de la Constitución Política del Perú y 8.1 de la Convención 
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Americana sobre Derechos Humanos; a) Al respecto sostiene que se ha otorgado a la empresa 

demandante más de lo solicitado en su demanda ocasionándose por ende que la sentencia incurra 

en incongruencia extra petita y ultra petita toda vez que la actora no describe o plantea en su 

demanda la obligación solidaria de los consorciados pues expresamente indica que la misma es 

mancomunada conforme a lo expuesto en los numerales 3.1 y 3.4 de la sección III denominada 

“Fundamento de Hecho” de la demanda y que cada miembro del Consorcio estaba obligado a 

pagar un tercio de la misma; b) La sentencia considera hechos que no fueron propuestos en la 

demanda por la actora a efectos de fundamentar sus pretensiones o por CVJ Contratistas 

Generales Sociedad Comercial de Responsabilidad Limitada en su contestación de la incoada no 

fundamentando ninguna de las partes sus respectivas pretensiones y resistencias en el acuerdo al 

que llegaron los miembros del Consorcio en la cláusula décimo primera del respectivo Contrato 

de  

Consorcio sin embargo el juez pese a que las partes no invocaron dicho hecho basa la sentencia 

fundamentalmente en dicho acuerdo a efectos de sustentar la supuesta solidaridad de la 

obligación que los miembros del Consorcio tendrían con MAPFRE Perú Compañía de Seguros 

y Reaseguros Sociedad Anónima considerando en ambas sentencias el acuerdo referente a que 

las partes pactaron la solidaridad de las obligaciones surgidas por los servicios a brindar lo cual 

ninguna de las partes invocó; ii) Infracción normativa por no haberse aplicado el artículo 1173 

del Código Civil; la empresa MAPFRE Perú Compañía de Seguros y Reaseguros Sociedad 

Anónima planteó su pretensión en términos de mancomunidad no obstante los Jueces de mérito 

en contravención a la Ley y de la Carta Magna han establecido que la obligación era solidaria 

consecuentemente la sentencia válida que se emita debe partir de la existencia de la 

mancomunidad en la obligación siendo lo único discutible el grado de participación de la empresa 

recurrente en dicha mancomunidad cuestión que el artículo 1173 del Código Civil invocado por 

MAPFRE Perú Compañía de Seguros y Reaseguros Sociedad Anónima resuelve siendo el mismo 
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soslayado por las dos instancias previas que han conocido el presente caso. 

CONSIDERANDO:  

Primero: 

Que, del examen de autos es de verse que MAPFRE Perú Compañía de Seguros y Reaseguros 

Sociedad Anónima subrogándose en los derechos de la Asegurada Municipalidad Provincial de 

Cusco solicita según escrito de fojas cuarenta que los deudores CVJ Contratistas Generales 

Sociedad Comercial de Responsabilidad Limitada así como Construcciones y Pavimentos 

Sociedad Anónima Cerrada y la empresa Supervisión, Ingeniería y Negocios Sociedad Anónima 

Cerrada le abonen la suma de ochocientos cuarenta y siete mil novecientos cuarenta y nueve 

nuevos soles con treinta y un céntimos (S/.847,949.31) más los intereses legales al haber pagado 

dicho importe a la precitada Municipalidad por la ejecución de las Cartas Fianzas números 68- 

01002486-04, 68-01002487-05 y 68-01002488-05 además de los gastos, costas y costos que 

origine el proceso; refi ere como fundamentos de hecho de la demanda lo siguiente: a) Las 

empresas demandadas CVJ Contratistas Generales Sociedad Comercial de Responsabilidad 

Limitada, Construcciones y Pavimentos Sociedad Anónima Cerrada así como Supervisión, 

Ingeniería y Negocios Sociedad Anónima Cerrada son integrantes del denominado Consorcio 

Imperial el cual solicitó a MAPFRE Perú Compañía de Seguros y Reaseguros Sociedad Anónima 

la emisión de garantías personales a favor de la Municipalidad Provincial de Cusco las que debían 

renovarse y/o ejecutarse a su solicitud y ser pagadas por las empresas demandadas en forma 

mancomunada en partes iguales al número de consorciados; b) Las Cartas  

Fianzas se emitieron para garantizar el fi el cumplimiento y el correcto uso del dinero entregado 

con arreglo al Contrato de Ejecución de Obra celebrado con la Comuna en mención el día 

veintiocho de marzo de dos mil ocho; c) La Municipalidad mediante Carta Notarial de fecha ocho 

de setiembre de dos mil nueve solicitó la ejecución de las cartas finanzas mencionadas por los 

montos señalados habiendo MAPFRE Perú Compañía de Seguros y Reaseguros Sociedad 
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Anónima cumplido con el requerimiento abonando el monto total de ochocientos cuarenta y siete 

mil novecientos cuarenta y nueve nuevos soles con treinta y un céntimos (S/.847,949.31) a favor 

de Municipalidad al haberse obligado como aseguradora en forma solidaria, incondicional, 

irrevocable y de ejecución automática de modo que ejerciendo el derecho de subrogación 

corresponde que cada integrante pague la tercera parte de la deuda conforme corresponde a un 

deudor mancomunado.  

Segundo:  

Que, admitida a trámite la demanda y corrido el traslado respectivo la empresa CVJ Contratistas 

Generales Sociedad Comercial de Responsabilidad Limitada se apersona al proceso y mediante 

escrito de fojas ochenta y nueve contesta la demanda señalando esencialmente lo siguiente: a) Al 

integrar formalmente el Consorcio Imperial con una participación del uno por ciento (1%) queda 

vinculada a su manifestación de voluntad  

a efectos de asumir costos y obtener utilidades hasta por el límite máximo de su participación; b) 

Con fecha siete de marzo de dos mil ocho celebró un contrato privado con Construcciones y 

Pavimentos Sociedad Anónima Cerrada por el cual le cedió anticipadamente el íntegro de su 

porcentaje equivalente al uno por ciento (1%) quedando dicha empresa excluida y liberada de 

toda responsabilidad y de cualquier benefi cio resultante de la suscripción del Contrato de 

Consorcio; c) La empresa recurrente no ha solicitado ningún tipo de garantías a MAPFRE Perú 

Compañía de Seguros y Reaseguros Sociedad Anónima ni ha suscrito con ésta ningún contrato 

u obligación de pago mancomunado hasta por el tercio de la obligación principal demandada ni 

nada que se le parezca; d) La mancomunidad por tercios que se demanda carecería de 

fundamentación de hecho y por ende de derecho en la medida en que el Contrato de Consorcio 

determina una distribución de obligaciones y derechos en porcentajes muy distintos a los 

demandados. 

 Tercero:  
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Que, valoradas las pruebas y compulsados los hechos expuestos por las partes el juez por 

sentencia de fecha cinco de marzo de dos mil doce corregida a fojas ciento ochenta y tres declaró 

fundada la demanda ordenando en consecuencia que las empresas demandadas cumplan con 

pagar solidariamente a MAPFRE Perú Compañía de Seguros  

y Reaseguros Sociedad Anónima la suma de ochocientos cuarenta y siete mil novecientos 

cuarenta y nueve nuevos soles con treinta y un céntimos (S/.847,949.31) como consecuencia de 

la ejecución de las cartas finanzas al considerar el A quo que las Cartas Fianzas fueron expedidas 

por MAPFRE Perú Compañía de Seguros y Reaseguros Sociedad Anónima a solicitud de 

Consorcio Imperial y a favor de la Municipalidad Provincial de Cusco para garantizar el fi el 

cumplimiento y el correcto uso del dinero entregado con arreglo al Contrato de Ejecución de 

Obra celebrado con dicha Municipalidad derivado del Proceso de Selección APEC 2008 número 

002-2008-CE-APEC/MPC “Mejoramiento de la Avenida Alameda Pachacutec de la ciudad del 

Cusco” ubicada en la Provincia de Cusco el cual fue celebrado el veintiocho de marzo de dos mil 

ocho entre dicha Comuna y el Consorcio Imperial no habiendo los demandados contestado la 

demanda a excepción de la empresa CVJ Contratistas Generales Sociedad Comercial de 

Responsabilidad Limitada la cual en su contestación no desvirtúa los hechos esgrimidos por la 

empresa demandante resultando acreditado que a solicitud de Consorcio Imperial se emitieron 

las tres cartas finanzas materia de la presente litis las cuales fueron ejecutadas por la 

Municipalidad Provincial de Cusco y pagadas por MAPFRE Perú Compañía de Seguros y 

Reaseguros Sociedad Anónima por lo tanto es cierta la obligación que ahora debe asumir el 

Consorcio demandado coligiéndose que el Fiador en este caso la empresa demandante ha 

cumplido con el 

pago de la cartas finanzas ejecutadas subrogando entonces al acreedor en los derechos que éste 

tiene con el deudor conforme a lo dispuesto por el artículo 1889 del Código Civil encontrándose 

por tanto la parte demandada Consorcio Imperial obligada a abonar a MAPFRE Perú Compañía 
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de Seguros y Reaseguros Sociedad Anónima el monto que ésta ha pagado a la Municipalidad 

acreedora apreciándose que la cesión del total de las participaciones de la codemandada al 

Consorcio Imperial según contrato privado de fecha siete de marzo de dos mil ocho recién tomó 

existencia jurídica el día veintidós de noviembre de dos mil diez con la legalización de firmas 

obrante a folios ochenta y cinco es decir luego de más de dos años de la celebración del Contrato 

dProceso de Selección lo cual no la exime de la responsabilidad adquirida por el mencionado 

consorcio arguyendo en tal sentido que la empresa demandada o su Gerente General no 

solicitaron absolutamente ningún tipo de garantía a MAPFRE Perú Compañía de Seguros y 

Reaseguros Sociedad Anónima ni tienen suscrito con dicha empresa contrato u obligación de 

pago mancomunado alguno hasta el tercio de la obligación principal demandada pues conforme 

es de verse de fojas diecisiete a veintidós CVJ Contratistas Generales Sociedad Comercial de 

Responsabilidad Limitada formó y forma parte de Consorcio Imperial asumiendo por ende al 

igual que todos los consorciados responsabilidad por los actos efectuados por el representante 

legal conforme se advierte de las cláusulas sexta y décimo primera del Contrato de  

Constitución de Consorcio de fecha diez de marzo de dos mil ocho advirtiéndose de la última 

cláusula que las empresas otorgantes del referido documento celebraron el Contrato de Consorcio 

al amparo de la Ley número 26887 Ley General de Sociedades acordando que la responsabilidad 

sea asumida por las empresas en forma solidaria e indivisible ante la Municipalidad Provincial 

de Cusco y/o cualquier otra entidad o institución por los servicios a brindar.  

Cuarto:  

Que, apelada la sentencia de primera instancia la Sala Superior por sentencia de vista de fecha 

nueve de abril de dos mil trece confi rma la recurrida al considerar que no existe en autos 

evidencia cierta que acredite que la cesión alegada por CVJ Contratistas Generales Sociedad 

Comercial de Responsabilidad Limitada haya sido puesta en conocimiento de modo oportuno a 

la entidad licitante esto es la Municipalidad Provincial de Cusco y que fuera aprobada por ésta a 
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fi n de oponerla a la empresa demandante la cual al momento de emitir las fi anzas esto es a junio 

de dos mil nueve consideró a CVJ Contratistas Generales Sociedad Comercial de 

Responsabilidad Limitada como parte de Consorcio Imperial a mérito de la Escritura Pública de 

“Constitución de Consorcio” de fecha diez de marzo de dos mil ocho denominado Consorcio 

Imperial integrado por las tres empresas demandadas y si bien de la cláusula 

octava de la Escritura Pública de fecha diez de marzo de dos mil ocho se advierte que la empresa 

apelante participó en el consorcio con el uno por ciento (1%) también lo es que en la cláusula 

décimo primera de la misma consta que la empresa recurrente y las otras dos que integran el 

consorcio asumieron frente a la Municipalidad Provincial de Cusco o cualquier otra institución 

por responsabilidad solidaria e indivisible los servicios a brindar por lo que no resulta de 

aplicación lo dispuesto por el artículo 1173 del Código Civil no desvirtuando lo antes expuesto 

la alegada cesión del uno por ciento (1%) de su participación que habría efectuado la empresa 

recurrente a favor de Construcciones y Pavimentos Sociedad Anónima Cerrada pues como 

consigna el A quo dicho documento adquirió efi cacia jurídica a partir del día veintidós de 

noviembre de dos mil diez al adquirir ésta la calidad de fecha cierta en virtud a la legalización de 

firmas ante Notario Público lo que agrega que la referida fecha cierta es posterior a la fecha de 

interposición de la demanda.  

Quinto:  

Que, en el caso de autos es del caso precisar que por la presente demanda MAPFRE Perú 

Compañía de Seguros y Reaseguros Sociedad Anónima pretende que CVJ Contratistas Generales 

Sociedad Comercial de Responsabilidad Limitada así como Construcciones y Pavimentos 

Sociedad Anónima Cerrada y Supervisión, Ingeniería y 

Negocios Sociedad Anónima Cerrada integrantes del denominado Consorcio Imperial cumplan 

con pagarle como demandadas la suma de ochocientos cuarenta y siete mil novecientos cuarenta 

y nueve nuevos soles con treinta y un céntimos (S/.847,949.31) más intereses legales. 
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 Sexto:  

Que, las instancias de mérito han establecido al respecto que las empresas demandadas deben 

cumplir de manera solidaria con el pago de la suma de ochocientos cuarenta y siete mil 

novecientos cuarenta y nueve nuevos soles con treinta y un céntimos (S/.847,949.31) por 

concepto de ejecución de las Cartas Fianzas números 68- 

01002486-04, 68-01002487-05 y 68-01002488-05 ofrecidas en garantía de la obligación que 

Consorcio Imperial mantenía con la Municipalidad Provincial de Cusco y si bien la codemandada 

CVJ Contratistas Generales Sociedad Comercial de Responsabilidad Limitada intervino con el 

uno por ciento (1%) del total de participaciones de Consorcio Imperial también lo es que la citada 

empresa al igual que las demás integrantes del referido Consorcio se comprometieron a asumir 

frente a la Municipalidad Provincial de Cusco y ante cualquier otra entidad o institución 

responsabilidad solidaria e indivisible por los servicios a brindar sin que obste en contrario la 

cesión de derechos efectuada por la empresa recurrente a favor de  

Construcciones y Pavimentos Sociedad Anónima Cerrada toda vez que dicho documento 

adquirió fecha cierta recién a partir del día veintidós de noviembre de dos mil diez en que se 

procedió a legalizar las fi rmas de las citadas partes ante Notario Público lo cual ocurrió con 

posterioridad a la iniciación de la presente causa.  

Sétimo:  

Que, previo al análisis de fondo de las causales declaradas procedentes resulta conveniente 

señalar que la Ley General de Sociedades en su artículo 445 defi ne al Contrato de Consorcio 

como aquel “contrato por el cual dos o más personas se asocian para participar en forma activa 

y directa en un determinado negocio o empresa con el  

propósito de obtener un benefi cio económico manteniendo cada una su propia autonomía 

correspondiendo a cada miembro del consorcio realizar las actividades propias del consorcio que 

se le encargan y aquéllas a las que se ha comprometido debiendo coordinar con los otros 
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miembros del consorcio conforme a los procedimientos y mecanismos previstos en el contrato.-  

Octavo:  

Que, siendo esto así el precitado artículo tiene como características esenciales: i) Ser un contrato 

asociativo nominado y típico que regula relaciones de participación o integración en uno o más 

negocios o empresas en conjunto de los consorciados quienes  

actúan en interés común no sujeto a mayor formalidad que la de constar por escrito no originando 

la creación o nacimiento de una persona jurídica por lo que no tiene denominación ni razón social; 

ii) Los consorciados que participan mantienen su autonomía y lo hacen en forma activa y directa 

en los negocios o empresas materia del consorcio correspondiendo a cada consorciado coordinar 

su respectiva actividad con los demás de acuerdo a los procedimientos y mecanismos del contrato 

de consorcio. 

 Noveno:  

Que, igualmente la Ley General de Sociedades en su artículo 447 regula la relación de los 

miembros del consorcio con terceros y sus responsabilidades prescribiendo que cada miembro 

del consorcio se vincula individualmente con terceros en el desempeño de la actividad que le 

corresponde en el consorcio adquiriendo derechos y asumiendo obligaciones y responsabilidades 

a título particular siendo solidaria su responsabilidad entre los miembros del consorcio cuando 

éste contrate con terceros sólo si así se pacta en el contrato o lo dispone la ley. 

Décimo:  

Que, acorde a lo establecido por los artículos 445 a 447 de la Ley General de Sociedades cuando 

un consorciado asume la obligación de realizar determinada actividad del consorcio 

encomendadas en el contrato compromete los derechos,  

obligaciones y responsabilidades adquiridas a título individual sin que ello signifique en su caso 

que los logros individuales le pertenezcan íntegramente salvo que así se haya pactado por tanto 

no se vincula a sus consorciados con los terceros con quienes hubiere asumido obligaciones y 



55  

cuando el consorcio contrate con terceros y por ende asume una obligación ésta será solidaria 

sólo si existe pacto que la declare o si por ley se determina lo cual concuerda con lo dispuesto 

por el artículo 1183 del Código Civil pues la solidaridad no se presume y a falta de pacto de 

solidaridad o disposición de la Ley cuando el consorcio asume una obligación sus miembros son 

responsables mancomunadamente conforme lo señalan los artículos 1182 y 1172 del Código 

Civil de modo que cada uno se encuentra obligado sólo respecto a la cuota que le corresponde 

presumiéndose cuando se tratan de obligaciones divisibles que en caso de deuda la misma se 

reputa dividida en tantas partes iguales como deudores existan y en el caso concreto de cuántos 

consorciados existan.  

Décimo Primero:  

Que, absolviendo en su conjunto los agravios denunciados por la causal de infracción normativa 

procesal se advierte que si bien en la demanda la empresa actora señala que la obligación de los 

consorciados era mancomunada y no solidaria también lo es que lo que en el presente caso se 

está solicitando es el pago de la suma de ochocientos  

cuarenta y siete mil novecientos cuarenta y nueve nuevos soles con treinta y un céntimos 

(S/.847,949.31) por la ejecución de tres cartas finanzas las cuales fueron otorgadas a solicitud del 

Consorcio Imperial a efectos de garantizar el cumplimiento de lo pactado en el Contrato de 

Ejecución de Obra celebrado con la Municipalidad Provincial de Cusco siendo éste el objeto 

materia de controversia conforme se ha delimitado al fijarse los puntos controvertidos en tal 

sentido la naturaleza solidaria de la responsabilidad en el pago de la referida deuda viene a ser el 

resultado del razonamiento al que arribaron las instancias de mérito en atención al análisis y 

valoración del caudal probatorio aportado al proceso en especial a lo señalado por la cláusula 

décimo primera de la Escritura Pública de Constitución de Consorcio habiendo la empresa 

recurrente ejercido de manera irrestricta su derecho de defensa respecto a este agravio procesal 

al interponer su recurso de apelación el cual fue absuelto oportunamente por la Sala Superior 
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concluyéndose que las sentencias expedidas se han sujetado al mérito de lo actuado y al derecho 

no apreciándose la afectación de las normas que garantizan el derecho al debido proceso ni 

incongruencia extra o ultra petita en las sentencias de grado por lo que la causal procesal 

denunciada debe desestimarse por improbada. 

Décimo Segundo:  

Que, en cuanto a la causal por infracción normativa material del artículo 1173 del Código Civil 

debe precisarse que no resultan atendibles los argumentos expresados en el recurso de casación 

formulado por la empresa recurrente en este extremo pues las instancias inferiores han concluido 

luego del análisis de la Escritura Pública de Constitución de Consorcio que la empresa 

impugnante al igual que las demás empresas demandadas en este proceso asumen de manera 

expresa una responsabilidad solidaria frente a la Municipalidad Provincial de Cusco así como 

ante cualquier entidad o institución por los servicios que fueran a brindar no resultando en ese 

sentido de  

aplicación el artículo 1173 del Código Civil al no apreciarse de la citada Escritura Pública la 

existencia de una obligación divisible cuyo pago deba efectuarse en proporción a la parte que le 

corresponde a cada uno de los consorciantes; por cuya razón debe igualmente desestimarse por 

infundada dicha causal. 

 Siendo esto así, al no configurarse las causales denunciadas el presente recurso de casación 

resulta infundado debiendo procederse conforme a lo dispuesto en el artículo 397 del Código 

Procesal Civil; razones por las cuales declararon: INFUNDADO el recurso de casación 

interpuesto por CVJ Contratistas Generales Sociedad Comercial de Responsabilidad Limitada 

mediante escrito de fojas trescientos cinco en consecuencia NO CASARON la sentencia de vista 

de fojas doscientos setenta y d 

de fecha nueve de abril de dos mil trece expedida por la Primera Sala Civil con Subespecialidad 

Comercial de la Corte Superior de Justicia de Lima; DISPUSIERON la publicación de la presente 
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resolución en el Diario Oficial El Peruano bajo responsabilidad; en los seguidos por MAPFRE 

Perú Compañía de Seguros y Reaseguros Sociedad Anónima con CVJ Contratistas Generales 

Sociedad Comercial de Responsabilidad Limitada y otros sobre Obligación de Dar Suma de 

Dinero; y los devolvieron. Ponente Señora Valcárcel Saldaña, Jueza Suprema. 

SS. VALCÁRCEL SALDAÑA, CABELLO MATAMALA, MIRANDA MOLINA, CUNYA 

CELI, CALDERÓN PUERTAS C-1200952-11. 



  

 

10 DOCTRINA 

 

1. Obligación. Etimología. 

Etimológicamente  obligación viene de la palabra latina obligatio  , y esta de obligare ( de ob  

alrededor , y ligare, ligar o atar). Si transferimos al lenguaje  jurídico “ obligación “ significa “ 

vínculo ”. 

2. La obligación en la antiguedad 

    La obligación , llamada también  “ relación obligatoria”, “ derecho de crédito “, es el vínculo  

entre un acreedor y un deudor. El Derecho de obligaciones  es la rama jurídica más vinculada a 

la Economía. Ni el jurista puede ignorar la utilidad  de los bienes y servicioss, ni el economista  

puede ignorar los aspectos  jurídicos  de los bienes y servicios. 

    La Economía estudia la aplicación que dan a las  recursos escasos, busca la obtención de la 

mayor utilidad. El Derecho busca  las soluciones más justas  en las relaciones económicas. La 

Economía y el Derecho son dos  perspectivas de una misma realidad.  

    Históricamente la obligación hacía referencia a vínculos de naturaleza material que 

concernían  a la persona  misma del obligado ( obligatus). 

     El  obligado  era un sujeto que se encontraba  materialmente encadenado por parte de otros 

sujetos o para garantizar el cumplimiento  de una carga asumida por otra persona o por pemitirle 

liberarse  con su trabajo. 

     En los tiempos antiguos, las mismas  personas podían ser consideradas  con el criterio de  

bienes ; con la consecuencia que en caso de incumplimiento de la ejecución podía tener como 

objeto la misma persona que ha incumplido lo debido, que perdía su libertad en modo definitivo 

o por lo menos  hasta el momento en que con su trabajo hubiera logrado cancelar lo adecuado.  

Dos textos romanos definen  a  la obligación: obligatio est iuris  vinculum quo necessitate 

adstringimur  alicuis rei secundum nostrae iura ( “ La obligación es un vínculo jurídico en fuerza 

del cual estamos necesariamente constreñidos a un cumplimiento, según el Derecho de nuestro 

Estado ). 

       4. La obligación en el Derecho romano 

  La Teoría de las obligaciones tuvo su origen  y logró la plenitud de su desarrollo en Roma. 

Originariamente no se distinguía entre la responsabilidad penal y la responsabilidad civil. 

  Tanto el ladrón como el que había pedido prestado una suma de dinero estaban obligados con 

su propia persona y reducidos a la condición servil.
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   El deudor comprometía su propio cuerpo y este era dice Bonfonte el objeto de la obligación. 

El acreedor podía apoderarse de él, azotarlo y aún vendrlo como esclavo. Esta solución tan dura 

fue atenuándose con el transcurso del tiempo. 

 La Ley Poetelia Papiria ( 326 a.C ) marcó una etapa fundamental de esta evolución; abolió el 

nexum, o sea la vinculación corporal del deudor, todavía el acreedor , cuyo crédito no  era 

satisfecho, conservaba la facultad de tomarlo  y exigirles sus servicios, hasta que el precio de 

estos compensara la deuda; pero no podría encadenarlo, ni azotarlo, ni venderlo como esclavo. 

Poco a poco fue sintiéndose la inadecuado de la objetivización de la obligación  en la persona 

del deudor; en lugar de la persona fue apareciendo la del patrimonio. 

 Desaparece así de la mente  de los juristas romanos la “ vinculación “ del deudor, su sumisión 

a la voluntad y poder del acreedor , para pasa a primer plano el mometo ético del “ estar obligado 

” del deber. 

Con el tiempo, la obligación derivó hacia una responsabilidad puramente patrimonial. Es verdad 

que se mantuvo y que se mantendrá todavía hasta la época contemporánea  la prisión por 

deudas; pero esta era una especie de sanción penal aplicada por el Estado al deudort 

irresponsable.  

En el terreno delictual, la responsabilidad era también referida primitivamente al cuerpo del 

delito. Las XII  Tablas acogieron la ley del Talión : ojo por ojo, diente por diente. 

Es decir. el delincuente  era pasible de una venganza por parte de la víctima, 

Luego se autorizó la composición convencional : si la víctima lo quería, el delincuente estaba 

exento de la obligación de someterse a la obligación personal, pagando una multa en  dinero. 

Más tarde la composición fue legal, es decir, impuesta por el Estado. Hacia fines de la 

República, la idea de la obligatio, similar a la que emerge de un contrato, se había extendido a 

la responsabilida emergente de un delito. 

En la época clásica ( Imperio) la teoría de las obligaciones alcanzó  su pleno desarrollo. Tan 

admirable fue la labor de los jurisconsultos romanos en esta  materia, que la ciencia jurídica de 

los siglos posteriores poco han podido agregar a lo que ellos hicieron. Más fuerte que el bronce, 

dice el maestro Josserand, ha sobrevivido a la caída de los imperios y hasta de las civilizaciones. 

Y agrega que esta perennidad se explica  no sólo  por la perfección de la obra, sino también por 

las circunstancias de que la materia de las obligaciones es una de las más abstractas y, por tanto, 

de las más intercambialbles; las mismas reglas pueden ser aplicadas y convienen a pueblos que, 

respecto del derecho de familia, o de la organización del Estado. 
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Pero si la apariencia formal permanece mas o menos inmutable, las transformaciones se han 

operadoe  en la sustancia. Así se advierte un mayor interevencionismo del EStado en los 

contratos entre los particulares ( aunque, desde luego, Roma no desconocio ese 

intervencionismo, bien que no con la extensión actual): la concepción estricta de los derechos 

como una potestad absolurta e incausado es hoy sustituida poe los derechos encaminados hacia 

un fin lícito, de los cuales no se puede abusar; la noción de la buena fe ha invadido todo el 

derecho de las obligaciones y de los contratos , iluminándolos con una luz neva ; la lesión 

admitida ya en Roma, se aplica hoy en casi todo el mundo sobre la base de los principios más 

amplios y generales, la idea de culpa como fundamento exclusivo de la responsabilidad 

extracontractual ha sido completad y vigorizada con la teoría  del riesgo creado, han aparecido 

nuevas fórmulas , como los contratos colectivos, los contratos de adhesión, la teoría de la 

improvisación , las obligaciones nacidas de obligación unilateral. 

        5.La obligación : Definición 

 La obligación es el vínculo jurídico patrimonial en virtud del cual una parte denominada  

deudor  , debe realizar con respecto a otra , llamada acreedor, una prestación de dar, hacer o 

no hacer  , en caso de incumplimiento  eo ordenamiento jurídico impone la ejecución forzada  

y/o el resarcimiento del daño.  

 Barassi , dice según el concepto tradicionl, la obligación es el vínculo o relación jurídica , 

merced al cual el sujeto activo( acreedor)  se asegura  que el sujeto pasivo (deudor) cumpla una 

prestación. 

No podemos más que parafrasear la antigua y siempre verdadera definición  romanista  : 

obligatio est iuris vinculum quo adstringimir alicuis solvendei rei... 

 En la relación obligatoria existen dos elementos : activo ( derecho del acreedor) y pasivo( deber 

del deudor). Ambos constituyen en un elemento a ellos  común : la prestación ( objeto del 

derecho y del deber). 

 A diferencia del comportamiento del acreedor , que, en cuanto a expresión del ejercicio de un 

derecho sujetivo, es esencialmente facultativo y libre, el comportamiento del deudor, como 

expresión del cumplimiento de una obligación, es, en cambio, por naturaleza necesario, debido.  

 Por tanto, el deudor no es libre de  decidir si realiza o no la actividad  correspondiente a su 

obligación, es decir, de ejecutar o no la prestación prevista, sino que debe ejecutarla, porque en 

caso contrario se encontrará automáticamente en una sitauación de ilegitimidad – es decir de 

no conformidad a ley- que se suele denominar incumplimiento y que, en cuanto dependiente de 

un hecho a  él imputalbe, implica la aplicación de  determinadas sanciones ( resarcimiento de 
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daños, resolución del vínculo obligatorio, etc). 

Diez – Picazo, después de examinar la génesis histórica del concepto de obligación, como 

vínculo de sujeción personal, primero, y patrimonial  más tarde , examina la obligación como 

una situación bipolar, en los siguientes términos : “ la obligación es una situación bipolar, que 

se encuentra formada  desde el lado del deudor por la deuda o debr de prestación y la situación 

de sujEción en que se coloca a quien debe y, desde el lado del acreedor, por la acción  que el 

acreedor se le atribuye y por la situaciónn de  poder que le permite. 

La obligación será así la correlación del deber del deudro y el derecho del acreedor. Se logra  

con ello, dentro del marcco de los derechos patrimoniales, un parelelismo reiguros entre los 

llamados derechos reales  y los llamados derechos de crédito o de obligación. 

Los primeros proporcionan un señorío sobre las cosas. Los segundos proporcionan un señorío 

sobre la persona del deudor.  

De Rugiero dice referente a la obligación : La obligación en sentido técnico , expresa principal 

y normalmente la relación jurídica, en virtud de la cual una persona ( deudor) debe determinada 

prestación a otra ( acreedor) , que tiene la facultad de exigirla, constriñendo a la primera 

satisfacerla. 

Agrega este autor, pero frecuentemente la palabra “ obligación” se emplea para indicar 

solamente uno de los aspectos que la relación ofrece, el aspecto pasivo, para designar el deber 

del deudor, es decir, el débito ; o el aspecto activo, para indicar el derecho a la pretensión del 

acreedor, o sea, el crédito . Raramente se usa para expresar la causa generadora de la relación 

obligacional.  

Al derecho del acreedor se le llama derecho de crédito o pretensión creditoria ; a la obligación 

de dar, hacer o no hacer, se le denomina débito a cargo del deudro , en favor del acreedor.  

El débito  se realiza mediante el cumplimiento , es decir, con la ejecución del comportamiento 

de dar, hacer o no hacer en favor del acreedor.  

6.Principio básicos que dominan el derecho de las obligaciones . 

   Los principios  fundamentales o básicos  que condicionan el derecho de las obligaciones  son 

dos :  

a) La patrimonialidad de la obligación : signfica el fin de la coacción sobre la persona del 

deudor para obligarlo a cumplir. El deudro que no cumple  voluntariamente sus obligaciones  

es privado coactivamente  de sus bienes y si estos no bastan quedan vinculados  sus bienes 

futuros, pero no puede ser detenido por deudas, excpeto por deudas de alimentos. La 

patrimonialidad de la obligación no implica que no puedadan existir prestaciones  de carácter 
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estrictamente personales, pero en caso de incumplimiento sólo se podrá hacer  efectiva  la 

responsabilidad sonbre el patrimonio del deudor. La prestación debe ser susceptible de 

valoración económica , aunque el interés del acreedor no sea patrimonial, con tal que 

corresponda a una activid lícita ( art. 140.3 del CC).  

b) La obligación tiende a la satisfacción del interés privado del acreedor; si falta este 

interés, no existe obligación, y así se explica que la obligación se extingue cuando con el pago 

queda satisfecho tal interés. El interés  del acreedor  tiene casi siempre  valor pecuniario, pero 

ya el Derecho romano no negaba protección a  cualquier interés que sea digno de ella. La 

prestación debe corresponder a un interés, aunque no sea patrimonial del acreedor, pero debe 

ser susceptible de valoración económica, porque de otra forma no podría utilizar la coacción 

jurídica , predispuesta  por el Derecho, para el caso de incumplimiento.  

       El interés del acredor consiste en que el deudor ejecute la prestación de dar , hacer o no 

hacer, y es de carácter determinante, y debe existir durante todo el desarrollo de la relación 

obligatoria ; en cambio, el interés del deudro de cumplir la obligación es secundario, puede 

inclusive faltar, pero ello no signfica que carezca de protección legal, si bien no con el nivel  de 

protección del acreedor, pues el deudor, está protegido legalmente en in su interés de liberarse 

del vínculo, por ejemplo, invitando al acreedor a  recibir la prestación y posterior consignación 

. 

c) La autonomía de la voluntad privada. Significa que como quiera uno obligarse queda  

obligado. La libertad de contratar con quien quiera y en los términos que quiera es un derecho 

fundamental de la persona. La noción  de obligación como relación jurídica patrimonila que 

vincula a un acreedor con un deudro corresponde a todo tipo de obligaciones, sean cuales sean 

sus fuentes, sus clases, las lecturas que se tengan de ella de acuerdo a la inspiración social, 

económica, política o ideológica que inspire a la normativida que la disciplia o a sus 

transformaciones. Además  de su carácter patrimonial , la obligación tiene un carácter relativo, 

puesto que el acreedort hace valer su derecho contra un sujeto determinado : el deudor.  

     En cambio el derecho real  es  de carácter absoluto , pues se hace valer erga omnes.  

7. Fuentes de las obligaciones 

    Se llama fuente al acto o disposición legal en que se origina la obligación. Siendo ellos de 

muy diversa naturaleza, ha preocupado de antaño a los juristas ensayar una clasificación que 

facilita su ordenameinto legal y su estudio. 

     Ya en el Digesto se las clasificaba así :  

 Contratos 
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 Cuasicontratos 

 Delitos,  

 Cuasidelitos 

 La ley  ( añadido por los glosadores) 

       Esta clasificación clásica ha sido objeto de vivas críticas; por una parte se impugna la 

categoría de cuasi contratos, que la doctrina moderna repudia unanimemente; por otra se afirma  

que los delitos y cuasidelitos deben subsimirse  en la ley, finalmente que se omiten otras fuentes 

( la voluntad unilateral , las relacioens contractuales fácticas, el enriquecimiento sin causa, etc).  

      Pero hay que decir que el esfuerzo de los juristas ha sido más fructífero en señalar la 

deficiencia de la clasificación justinianea, que en elaborar una nueva clasificación que concite 

un acuerdo  más o menos general. 

      Según una opinión bastante difundida, las fuentes de las obligaciones deben reducirse a dos 

: La voluntad ( contratos y voluntad unilateral) y la ley ( delitos, cuasidelitos, enriquecimiento 

sin causa y otras obligaciones legales). 

     Contra esta clasificación se han levandato serias objeciones. La primera es que esta 

tendencia unificadora lleva de la mano a admitir que la única fuentes de las obligaciones es la 

ley, puesto que la convención de las partes no tiene efecto sino porque la ley le presta su apoyo. 

       A lo que se ha contestado que si bien esto es verdad, la diferencia de ambas situaciones  es 

clara, porque en una , la ley actúa como fuente directa e inmediata ; en cambio en los contratos, 

la fuente inmediata es la voluntad de las partes, en tanto que la ley solo funciona de manera 

mediata. 

      La réplica no es satisfactoria porque también en los delitos y en los cuasi delitos la ley actúa  

sólo como causa medita , ya que la fuente inmediata es el hecho ilícito , no  obstante  lo cual,  

en la clasificación bipartita éste es un supuesto de obligación ex lege. 



  

   

 

11. SINTESIS ANALITICA DEL TRÁMITE PROCESAL 

 

 

La demanda objeto de la presente exposición tiene como petitorio, una  de EJECUCIÓN DE 

GARANTÍA HIPOTECARIA, a fin de que el Sr. Juez disponga  la venta del bien inmueble 

hipotecado  a favor de Pedro César Sifuentes Deza y su cónyuge Julia Álvarez Deza de  

Sifuentes . 

Las partes de la demanda son: 

La demandante Raquel Estela Torres Gutiérrez. 

Los demandados son: Pedro César Sifuentes Deza y su cónyuge Julia Álvarez Deza de  

Sifuentes. 

Fundamentos de hecho:  

Con  fecha 8 de setiembre de 1998, los demandados mediante escritura pública, otorgan la 

hipoteca a favor de la demandante, por la suma de $ 16, 820.00 dólares americanos 

Sobre el inmueble de su propiedad. 

Cuya extensión de 153 metros cuadrados, como obra en la ficha  nro. 90159, asiento 2C del 

registro de propiedad inmueble de Lima. 

La venta del inmueble hipotecado será por 30,000 dólares americanos, tal como obra en la 

décima cláusula de escritura de constitución de la hipoteca. 

Fundamentos de derecho:  

Amparo la demanda en:  

 Art. 1219 del CC 

 Art. 720 , 424, 425 , 426, del CPC 

VIA PROCEDIMENTAL  

Ejecución de garantías 
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Medios probatorios:  

 Testimonio de escritura pública 

 Certificado de gravamen del inmueble 

 

El demandado presenta apelación conforme a los siguientes fundamentos de hecho:  

Basando su fundamento de hecho en el asunto de la ACTUALIZACIÓN DEL VALOR DEL BIEN 

INMUEBLE OBJETO DE LA EJECUCIÓN, precisando que ha transcurrido, 8 años y es legal  

que el bien  haya incrementado su valor comercial. 

Y que a la fecha conforme a la tasación realizada se señala que su valor es de $ 50, 000 dólares 

americanos.  

Hecho en el cual también se basa el agravio que produce en la sentencia apelada. 

Basando, su fundamentación jurídica en los arts. 1, 10 del CPC., art. 720, 364, 365 inc. 1, 371 y 

722 del mismo código. 

La apelación mediante resolución de fecha 26 de mayo del 2007, es concedida con EFECTO 

SUSPENSIVO. Y se corre traslado a la parte interesada. 

Notificada que fue la apelación a la parte ejecutada, la misma que es devuelta por el abogado 

señalando que ya no se encuentra a cargo  de la defensa del demandado. Por lo que se modifica 

la fecha de AUDIENCIA DE VISTA DE LA CAUSA, para el 17 de setiembre del 2007. 

Notificando como corresponde a las partes  del proceso. 

AUDIENCIA DE VISTA DE LA CAUSA : Se realiza con el informe oral , del ejecutado , 

contenido que fue evaluado por la Sala, la cual FALLA : REVOCANDO LA RESOLUCIÓN 

QUE DECLARA INFUNDADA LA CONTRADICCIÓN FORMULADA POR EL 

EJECUTADO Y REFORMANDO DICHO EXTREMO LO DECLARA : 

IMPROCEDENTE. 

ASÍ MISMO CONFIRMARON LA RESOLUCIÓN QUE DECLARA FUNDADA LA 

DEMANDA, interpuesta por la ejecutante. 
No encontrándose conforme con la Resolución de Vista resuelta por la Segunda Sala Civil del Cono 
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Norte, presenta el ejecutado presente recurso extraordinario de CASACIÓN , basado en la 

interpretación errónea del art. 386 inc. 1 del CPC y el art. 720 del mismo cuerpo de leyes. 

Solicitando se declare inadmisible e infundada la demanda. 

Por resolución de fecha 18 de abril del 2008, la Sala Superior  concede el recurso de casación y 

disponen elevar los autos al superior jerárquico. 

La Corte Suprema resuelve:  

De conformidad con lo dispuesto por el art. 392 del CPC DESESTIMA EL RECURSO DE 

CASACIÓN INTERPUESTO por los fundamentos argüidos declararon :  

IMPROCEDENTE EL RECURSO DE CASACIÓN INTERPUESTO POR EL EJECUTADO Y 

CONDENARON AL RECURRENTE AL PAGO DE UNA MULTA DE 3 URP , así como al 

pago de COSTOS Y COSTAS del proceso. 

Y ordenaron la publicación de la misma. 

 

 



  

 

 

12. OPINION ANALITICA DEL EXPEDIENTE 

 

 

 

Personalmente me encuentro de acuerdo con la resolución expedida  por la CORTE 

SUPREMA, que resuelve el recurso extraordinario de casación. 

Por qué  declara:  

 

IMPROCEDENTE EL RECURSO DE CASACIÓN INTERPUESTO POR EL EJECUTADO 

Y CONDENARON AL RECURRENTE AL PAGO DE UNA MULTA DE 3 URP , así como 

al pago de COSTOS Y COSTAS del proceso. 

 

Y ordenaron la publicación de la misma. 

 

  



  

CONCLUSIONES 

 

 

- El proceso por lo general adolece de vicios subsanables, desde el momento de 

interposición de la demanda, por cuanto dentro de los anexos de la misma no se adjuntó 

uno de los requisitos que la norma adjetiva establece para su procedencia, como es en 

este caso el estado de cuenta del saldo deudor, por lo que hacerle conocer a la 

demandante de tal omisión, ésta subsanó, no sin antes declarársele inadmisible la 

demanda. 

 

- El demandado Pedro César SIFUENTES DEZA, al presentar el recurso de 

Contradicción aduce que procede la inexigibilidad de la obligación, pues indicaba en su 

escrito tener documentos que sustentaría el pago en partes de la deuda contraída, pero 

hasta el término del proceso éste no presentó documentos algunos que certifiquen lo 

expuesto.  

 

- La Hipoteca, como una especie de los derechos reales de garantía, es entendida como la 

afectación de un determinado bien inmueble, con la finalidad de garantizar el 

cumplimiento de una obligación, determinada o determinable; otorgando al acreedor los 

derechos de persecución, preferencia y venta judicial del bien afectado; debiendo ser 

constituida mediante Escritura Pública y ser inscrita en el Registro de Propiedad 

Inmueble, a fin de obtener plena validez y eficacia. 

 

- El Proceso de Ejecución de Garantías tiene por finalidad la ejecución de las garantías 

reales, constituidas por el deudor a favor del acreedor con las formalidades exigidas por 

ley, buscando la satisfacción de las acreencias del acreedor.



 

 

 

RECOMENDACIONES 
 

 

 

 

 

 

 

- Se resalta el buen profesionalismo que los Jueces tienen a la hora de direccionar, admitir 

o ejecutar una garantía hipotecaria, en función a que el saldo deudor y la tasación del 

bien hipotecado, estén debidamente actualizado basándose en la igualdad ante la ley y 

que no se afecte al deudor, aunque en este caso, en una cláusula expresa como son los 

términos y condiciones siguientes, de la escritura  de Mutuo de Garantía Hipotecaria,  

el   término o condiciones expuesto en el punto Décimo, se especifica de manera clara  

y concreta que ambas partes  valorizan de común acuerdo, el precio del inmueble ante 

un probable remate, en la suma de $ 30,000.oo dólares americanos, no siendo necesario 

nueva tasación.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                   
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